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El tratamiento penitenciario a partir del año 1991 dio un giro de 180°grados, 
pues fue a través de la Constitución Política de ese año en donde se trazaron 
los parámetros a través de los cuales se establecieron los derechos 
fundamentales a los que tiene derecho toda persona. 
 
Derechos fundamentales que son inherentes a la órbita de la persona privada 
de la libertad como consecuencia de una orden judicial – dígase sindicado o 
sentenciado-. Es por ello que la Corte Constitucional en varios 
pronunciamientos ha establecido cuales son los derechos de los que gozan 
la población reclusa unos de manera plena, inherentes a la condición propia 
de la existencia, como es el de la vida, la dignidad humana, la integridad 
personal , igualdad, debido proceso y petición; otros  suspendidos como la 
libertad personal y la libre locomoción;  y unos restringidos  derivado de la 
relación de sujeción  del interno  para con el Estado, como son el derecho al 
trabajo, educación, intimidad personal y familiar, de reunión, asociación, libre 
desarrollo de la personalidad y de expresión; lo cual es lógico puesto que al 
estar la persona privada de la libertad el ejercicio de estos derechos son 
regulados por el reglamento interno del centro de reclusión en el que se 
encuentre expiando pena.  
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De las decisiones de la Corte Constitucional vale la pena rescatar la 
sentencia T-153 de 1998, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, 
que al respecto refirió: 
“ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONAL-Alcance 
Esta Corporación ha hecho uso de la figura del estado de cosas 
inconstitucional con el fin de buscar remedio a situaciones de vulneración 
de los derechos fundamentales que tengan un carácter general - en tanto 
que afectan a multitud de personas -, y cuyas causas sean de naturaleza 
estructural - es decir que, por lo regular, no se originan de manera 
exclusiva en la autoridad demandada y, por lo tanto, su solución exige la 
acción mancomunada de distintas entidades. En estas condiciones, la 
Corte ha considerado que dado que miles de personas se encuentran en 
igual situación y que si todas acudieran a la tutela podrían congestionar 
de manera innecesaria la administración de justicia, lo más indicado es 
dictar órdenes a las instituciones oficiales competentes con el fin de que 
pongan en acción sus facultades para eliminar ese estado de cosas 
inconstitucional.  
ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONAL EN ESTABLECIMIENTO 
CARCELARIO-Hacinamiento 
Las cárceles colombianas se caracterizan por el hacinamiento, las graves 
deficiencias en materia de servicios públicos y asistenciales, el imperio de 
la violencia, la extorsión y la corrupción, y la carencia de oportunidades y 
medios para la resocialización de los reclusos. Esta situación se ajusta 
plenamente a la definición del estado de cosas inconstitucional. Y de allí 
se deduce una flagrante violación de un abanico de derechos 
fundamentales de los internos en los centros penitenciarios colombianos, 
tales como la dignidad, la vida e integridad personal, los derechos a la 
familia, a la salud, al trabajo y a la presunción de inocencia, etc. Durante 
muchos años, la sociedad y el Estado se han cruzado de brazos frente a 
esta situación, observando con indiferencia la tragedia diaria de las 
cárceles, a pesar de que ella representaba día a día la transgresión de la 
Constitución y de las leyes. Las circunstancias en las que transcurre la 
vida en las cárceles exigen una pronta solución. En realidad, el problema 
carcelario representa no sólo un delicado asunto de orden público, como 
se percibe actualmente, sino una situación de extrema gravedad social 
que no puede dejarse desatendida. Pero el remedio de los males que 
azotan al sistema penitenciario no está únicamente en las manos del 
INPEC o del Ministerio de Justicia. Por eso, la Corte tiene que pasar a 
requerir a distintas ramas y órganos del Poder Público para que tomen las 
medidas adecuadas en dirección a la solución de este problema”1. 
 
 
1 Sentencia de tutela T- 153 de 1998. Expedientes acumulados T-137.001 y 143.950, Magistrado 
Ponente Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ. 
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En dicha providencia se declara el estado de cosas inconstitucional  y  se 
ordena al Gobierno Nacional a través del Ministerio del Interior y de Justicia, 
al INPEC y otras entidades que se tomen las medidas necesarias para 
acabar con la violencia, hacinamiento, corrupción, problemas de salubridad, 
etc, que aquejaba a la población reclusa lo cual no permitía brindar un trato 
digno a la persona en esas condiciones y  además con el ánimo de 
garantizar uno de los fines de la pena como es el de la resocialización – art. 4 
del C.P.- cuyo propósito es preparar a la persona condenada para que se 
reintegre al grupo o comunidad de la cual hacia parte.  
 
Bajo el anterior panorama desde este planteamiento los Juzgados de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada -Caldas en 
ejercicio de la vigilancia, control y ejecución de la pena han verificado como 
en el  Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de la 
localidad se vienen desarrollando programas con el propósito de lograr en el 
penado una preparación integra para cumplir con la resocialización de la 
pena, tales como estudio en donde algunos han alcanzado a culminar la 
secundaria, otros hoy en día llevan avante su carrera profesional como 
sicología, ingeniería, y sistemas por nombrar algunas;  trabajo en actividades 
que en ocasiones les reporta, además de un descuento de pena, una 
bonificación con la cual el penado ayuda a su núcleo familiar. También 
algunos desarrollan actividades de enseñanza en donde los mismos internos 
aportan conocimientos a otros que lo necesitan.   
 
Conscientes entonces de que la ejecución de la pena no puede ser vista de 
manera objetiva simplemente desde la expedición de providencias como son 
redenciones por trabajo y/o estudio, rebajas de pena, acumulaciones jurídica 
de penas, etc, sino que además de aplicar la normatividad existente para el 
tratamiento penitenciario – ley 65 de 1993-  se debe ser garantes de los 
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derechos fundamentales de los reclusos en especial el de la dignidad 
humana y la vida. 
 
No pretende este trabajo exclusivamente referenciar la actuación ejecutada 
por el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad local en pro 
de los derechos de los penados, quien como se ha podido establecer en las 
inspecciones oculares realizadas al interior del Penal, ha sido altamente 
acucioso en el control y vigilancia de la pena impuesta a los condenados, o 
en la prolijidad de la medida de aseguramiento emitida en contra de los 
sindicados, sino entrever los limitantes que sufren los derechos de rango 
constitucional que le asisten a los privados de la libertad. 
 
Se resalta que el EPAMS de La Dorada, Caldas, ha tratado de ceñirse 
estrictamente a los ordenamientos legales que orientan su deber, pero 
además de ello, de cumplir con la finalidad de la pena consagrada en el 
artículo 10 de la ley 65 de 1993, cual no es otra que, alcanzar la 
resocialización del infractor de la ley penal, mediante el examen de su 
personalidad y a través de la disciplina, el trabajo, el estudio, la formación 
espiritual, la cultura, el deporte y la recreación, bajo un espíritu humano y 
solidario.  
 
Ahora bien, conocedores de que el camino es áspero y fangoso, se deberá 
para lograr los objetivos en el trabajo cometidos, tener un contacto directo 
con el personal recluido en el Establecimiento Penitenciario de Alta y 
Mediana Seguridad de La Dorada, Caldas, lo cual en definitiva permitirá 
discernir si el Estado y en especial el EPAMS del municipio objeto de 
investigación, cumple con los lineamientos legales y constitucionales que 
rigen la vigilancia de la pena o medida impuesta al infractor de la ley penal. 
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Es decir, el trabajo investigativo se configurará en la voz de los aherrojados y 
sindicados, los cuales por medio de entrevistas y encuestas, colegirán como 
espectadores de primera mano, si efectivamente sus derechos 
constitucionales se encuentran permeados legalmente, o, contrariándose  
tales normativas.  
 
Es ineluctable precisar en este punto para que no parezca una contradicción 
con lo expuesto en párrafos anteriores, en cuanto a que el EPAMS es exacto 
al momento de cumplir la normatividad que regula el tema, que se apreciaran 
dos versiones, la primera de ellas la de la Dirección del Penal y la segunda, 
la del personal recluido en el interior del mismo, permitiendo de tal modo 
cotejar lo aventurado por las partes y derivar las primeras conclusiones.   
 
Finalmente no puede omitirse que la readaptación del penado a la 
comunidad es responsabilidad de todos y en ese sentido se espera 
respuesta de la familia, núcleo esencial de la sociedad.  
 
Para ultimar, una frase anónima que incentiva a la proyección y consumación 
del trabajo formulado: 
“La batalla de la vida no la gana el hombre mas fuerte, sino, aquel que 







1. PRESENTACIÓN DEL TEMA 
 
1.1. TITULO DEL PROYECTO 
 
TEMA: LA RESTRICCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
DURANTE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD. 
 
1.2. DEFINICIÓN DEL TEMA: 
 
QUE: Estudio investigativo sobre la restricción de los derechos 
fundamentales durante la privación de la libertad en el Establecimiento 
Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de La Dorada, Caldas, que 
permita entrever por medio de la labor encomendada cuáles prerrogativas de 
rango constitucional  permanecen incólumes, cuáles de ellas restringidas y 
ulteriormente si se suspenden derechos fundamentales de las personas, 
circunstancias que deberán contar con soporte jurídico y constitucional, para 
no lesionar los derechos inherentes al ser humano y la seguridad jurídica, 
pese a la condición de privado de la libertad. Es ineluctable resaltar que para 
tal fin, deberá consumarse una amplia diferenciación entra la condición de 
condenado y sindicando, toda vez que indiscutiblemente dicha calidad será 
fundamental guía para desplegar el estudio aquí propuesto.   
 
DONDE: En el Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de 





TITULO: Análisis de las Restricciones de los Derechos Fundamentales de 
las personas que se encuentran privadas de la libertad en el Establecimiento 
Penitenciario de La Dorada, Caldas, durante los años 2011-2012. 
 
1.3. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
 
La limitación de los derechos fundamentales de los internos que se 
encuentran en el  Establecimiento Penitenciario de La Dorada- Caldas- en 
calidad de sindicados o condenados, encuentra su fundamento en 
parámetros legales y constitucionales, observando la jurisprudencia y leyes 
internacionales que regulan el tema en comento, o por el contrario, tales 
lineamientos han sido quebrantados por las Instituciones que tiene a cargo la 
custodia del personal recluido en sus recintos, especialmente el 
Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de La Dorada, 
Caldas.  
 
Dicho cuestionamiento deberá ser abordado desde una perspectiva amplia e 
imparcial, que permita intuir razonada y fundadamente, si efectivamente los 
limitantes y suspensiones constitucionales que recaen en los derechos de los 
penados tienen soporte legal. Se itera que el contacto con las Directivas 
encargadas de la custodia de la pena, al igual que con las personas privadas 
de la libertad, será directo, para poder vislumbrar, si existe o no una 




           CAUSAS        SÍNTOMAS 
• La constitución     -  Limitación a la libertad 
• El Código Penitenciario y Carcelario  -  Restricción a la  
   locomoción 
• Una Decisión Judicial    -  Disminución del  
   estado  
• Reglamento Interno del Centro de Reclusión      físico y mental 
• La Ubicación en una celda   -  Separación del núcleo   
familiar y de la 
comunidad                                                                          
de la cual hace parte. 
 
1.3.1. ARTICULACIÓN DE LAS CAUSAS Y SINTOMAS DEL 
PROBLEMA 
 
La restricción de los derechos fundamentales de la persona ubicada en el 
Establecimiento Penitenciario de La Dorada – Caldas-, en calidad de 
sindicado o condenado tiene su fundamento en la norma- Código Penal y 
Penitenciario-, aunado a ello una decisión judicial, el reglamento interno del 
centro de reclusión en cita y finalmente la permanencia en una celda, todo 
ello tiene como consecuencia la limitación de la libertad, la restricción de la 
locomoción, la disminución del estado físico, mental y finalmente, la 
separación del núcleo familiar y de la comunidad de  la cual hace parte. 
 
1.4. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Cómo garantizar la plenitud del ejercicio de los derechos fundamentales 
que sufren restricciones en las personas privadas de la libertad en el 
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Establecimiento Penitenciario de Alta y Medina Seguridad de La Dorada – 
Caldas bien sea en calidad de sindicado o condenado? 
 
1.5. SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Es irrefutable que las personas que se encuentran privadas legalmente de su 
libertad, lo hacen en cumplimiento de una orden judicial proferida por un Juez 
de la Republica, la cual tiene como finalidad u objeto, a voces del Artículo 11 
de la ley 65 de 1993, asegurar la comparecencia de los imputados al proceso 
penal, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en 
especial de las víctimas, y la efectividad de la pena impuesta. 
 
Es necesario resaltar en este punto, que el trabajo no se orientó en descifrar  
si las personas que se les impuso medida de aseguramiento, son culpables o 
exentas de culpa, toda vez que ese tipo de investigación y análisis 
descaminaría los objetivos trazados.  
 
Ahora bien, dicha detención física por obvias razones, genera para las 
personas privadas de la libertad una serie de limitantes y suspensiones 
temporales de sus prerrogativas fundamentales, que en ocasiones y 
erradamente por las entidades encargadas de la custodia de estas personas, 
trasciende las directrices legales y constitucionales, es decir, infringen sin 
soporte jurídico y constitucional alguno de los derechos inherentes  al ser 
humano, siendo en este acápite donde el trabajo encuentra su sustento, para 
poder ofrecer un posible salve a tan lamentable problemática.  
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Inmediatamente debe referirse que, en la consecución del fin propuesto, se 
tuvo como soporte primordial, la jurisprudencia desplegada por la Honorable 
Corte Constitucional, entreviendo cual ha sido el criterio adoptado por la alta 
corporación para tener como válida la restricción de los derechos 
fundamentales que se encuentran consagrados como normas rectoras en la 
constitución.  
 
Ulteriormente y en aras de verificar que las personas privadas de la libertad, 
cuentan con mecanismos legales idóneos para salvaguardar sus derechos 
cuando estos han sido flagrantemente vulnerados o existe extralimitación en 
las restricciones de sus prerrogativas, el trabajo se dirigió en la búsqueda 
implacable de determinar que tan efectivos, en caso de coexistir, son dichos 
mecanismo para amparar sus derechos, y en caso de no serlo, cuáles 






Debe decirse preliminarmente que el problema investigativo formulado, es en 
demasía arduo y complejo, y lo es básicamente porque la privación de la 
libertad de las personas detenidas en el Establecimiento Penitenciario de La  
Dorada, Caldas, en calidad de sindicados o condenados, soportan una 
restricción legal de sus prerrogativas fundamentales, derivada de una 
sentencia ejecutoriada o en firme, o en su defecto, por la imposición de una 
medida de aseguramiento proferida por un Juez de la República, en aras de 
que el detenido comparezca el proceso, se proteja a la sociedad o incluso a 
la víctima. 
 
Sin embargo, y como se pudo verificar en la realización del respectivo 
proyecto, existen derechos fundamentales que le asisten a la población 
reclusa del EPAMS de La Dorada, Caldas, que no pueden ser permeados, 
desconocidos o vulnerados por la entidades competentes para vigilar la 
imposición de la pena o la medida de aseguramiento y es en este punto 
donde encuentra asidero el trabajo. 
 
Ahora bien, fue preciso dilucidar que si bien algunos aherrojados y 
sindicados tienen conocimiento de los derechos que les asiste por mandato 
constitucional, se presenta el caso particular de otras personas que se 
encuentran privadas de la libertad que desconocen las prerrogativas 
fundamentales a las que tienen derecho, razón por la cual se pretenderá por 
medio de la realización  del proyecto investigativo ilustrar a aquellos que 
internos que están sufriendo vulneración de sus derechos, tal propósito se 
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consumará por medio de un contacto directo con el personal recluido en el 
EPAMS de La Dorada, Caldas. 
 
Como por obvias razones no es factible, entrevistar a la totalidad de la 
población reclusa del EPAMS, se efectuaran boletines informativos que serán 
distribuidos en los patios o pabellones que conforman el EPAMS referentes a 
los derechos fundamentales constitucionales que les asiste y los mecanismo 
jurídicos idóneos y eficaces para garantizar su amparo.    
 
Aditivo se entabló un contacto personal con las directivas del Penal local, 
para exponerles como no pueden conculcarse los derechos de los penados y 
sindicados, toda vez que dicha conducta amerita una serie de sanciones 
jurídicas por su no observancia.   
 
Así las cosas, se avaló a plenitud el ejercicio de los derechos fundamentales 
que sufren restricción en las personas privadas de la libertad en el EMPAS 
de La Dorada, Caldas, pues en primer lugar los detenidos tendrán 
conocimiento de sus derechos y los mecanismos para su protección  y en 
segundo lugar, las directivas del Penal por medio del trabajo investigativo 
tendrán conocimiento de las consecuencias que genera transgredir los 










Se cimenta en que las personas que se encuentren recluidas en calidad de 
sindicada o condenada tengan conocimiento de cuales derechos 
fundamentales tienen limitación o que no pueden gozar de manera plena en 
el ejercicio de los mismos e igualmente para evitar arbitrariedades ó 
extralimitaciones por parte de las autoridades encargadas de ejercer dicha 
restricción (Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario), tarea que 
corresponde al operador judicial bien de conocimiento o el  encargado de la 
vigilancia de la pena, igualmente actuando como Juez de Tutela.   
 
En este punto es necesario, que las personas privadas de la libertad que se 
encuentran en una situación de especial vulnerabilidad, deben tener 
conocimiento de los deberes que dicha situación impone al Estado, en la cual 
éste debe actuar positivamente para garantizar la satisfacción de los 
derechos fundamentales no sujetos a restricciones legítimas por la medida 
privativa de la libertad. 
 
Teniendo en cuenta que el pilar central de dicha relación entre el Estado y la 
persona que se encuentra privada de la libertad es el respeto por la dignidad 
humana, regla que consta expresamente en el artículo 10-1 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, según el cual “toda persona 
privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano”, pues es claro, que las personas que 
ostenta la calidad de privadas de la libertad son titulares de todos los 
derechos constitucionales, sujetos a las restricciones legítimas derivadas de 
la medida privativa de la libertad correspondiente. 
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Sobre el tema, la Corte Constitucional ha precisado que la privación de la 
libertad implica la suspensión absoluta de algunos derechos, pero no implica 
la restricción de los demás; según se señaló en la sentencia T-966 de 20002, 
“algunos derechos, como la libertad personal o la libre locomoción, se 
encuentran absolutamente limitados a partir de la captura. No obstante, otro 
grupo de derechos, como el derecho a la intimidad personal y familiar y los 
de reunión y asociación, pese a que pueden llegar a ser fuertemente 
limitados, nunca podrán ser completamente suspendidos. 
 
Lo anterior, permite tener una perspectiva de que no importa su condición o 
circunstancia, la población carcelaria está protegida por un catálogo de 
derechos que no pueden ser objeto de restricción jurídica durante la 
reclusión. Se trata de derechos como el derecho a la vida, a la integridad 
personal o a la libertad de conciencia” El hecho de que ciertos derechos de 
los reclusos no están sujetos a limitaciones legítimas, tales como la vida, la 
integridad personal y la salud, también ha sido resaltado por los organismos 
internacionales de derechos humanos como la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y el Comité de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas. En cualquier caso, toda limitación de los derechos fundamentales de 
las personas privadas de la libertad debe ser proporcional a la finalidad de la 
medida privativa de la libertad.  
 
Lo que permite constituirse como fuente de consulta indispensable para 
Defensores Públicos, Abogados Litigantes, autoridades carcelarias, 
docentes, estudiantes universitarios, y los internos, que requieran de tales 
análisis para fines académicos, profesionales o en lo relacionado 











4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
4.1. OBJETIVO GENERAL 
 
• Exponer que es posible garantizar el ejercicio de los derechos 
restringidos por ocasión de sentencias privativas de la libertad a partir 
de una administración que interprete el comportamiento administrativo 
imputable a los mandamientos jurisprudenciales asociados al 
garantismo de los mismos.  
 
4.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
• Sistematizar la línea jurisprudencial en materia de garantismo de los 
derechos objeto de restricción en personas sujetos de sentencia 
judicial privativa de la libertad. 
 
• Referenciar los actos administrativos a través de los cuales las 
autoridades penitenciarias vienen implementando los programas y 
proyectos que materializan los mandatos jurisprudenciales. 
 
• Analizar la naturaleza garantizadora de los derechos restringidos a las 
personas privativas de la libertad, a través de los programas que 
desarrolla la administración del Centro penitenciario. 
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• Establecer el alcance del garantismo de los derechos objeto de 
restricción judicial a través de los programas y proyectos del Centro 





5. RESULTADOS ESPERADOS 
 
Lograr establecer e identificar dentro de la población reclusa del EPAMSLDO 
cuales de los derechos fundamentales consagrados dentro de la Constitución 
Nacional son los que se consideran restringidos por las autoridades 
encargadas de la ejecución de la pena –INPEC- amparados en el 
cumplimiento de una decisión judicial, la ley y el reglamento interno a efectos 
de establecer los límites que eviten que se presenten arbitrariedades o 
trasgresiones sin justificación alguna, realzándose el concepto de dignidad 
humana durante el proceso de privación de la libertad bien sea en calidad de 

















6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1. ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE LA 
INVESTIGACION. 
 
Habrá de decirse preliminarmente, que uno de los trabajos más significativos 
en cuanto al estudio de las normas y derechos relacionados con la privación 
de la libertad, es el ejecutado por el Dr. Juan David Posada Segura, 
primordial guía en la ejecución del respectivo proyecto investigativo. 
 
Y si bien el autor no centra su investigación penitenciaria exclusivamente en 
la población reclusa de La Dorada, Caldas, aborda de manera 
pormenorizada y extensa la historia de las penas, las prisiones y los 
organismos penitenciarios en Colombia, el conflicto armado y su influencia en 
el ámbito penitenciario y en la vida en reclusión en Colombia, los ámbitos de 
producción, interpretación y aplicación de la norma de derechos relacionados 
con la privación de la libertad en Colombia y ulteriormente, las garantías 
procesales penales.  
 
Del análisis de la normatividad internacional y nacional que regula la 
población reclusa del país, el autor precisa fundadamente, que pese a la 
limitante legal en la suspensión de derechos que recae en este tipo de 
población, la misma continúa siendo acreedora de prerrogativas, 
especialmente de aquellas de rango constitucional, las cuales no solo deben 
reconocerse, sino además de ello garantizarse. 
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Para verificar sus afirmaciones el erudito, ejecuta un análisis descriptivo y 
sistemático de los derechos que le asisten a los detenidos, logrando adverar 
que los mismos no solo se encuentran amparado por la constitución política, 
sino incluso, por normas de carácter supra constitucional, y convenios 
internacionales, como es el caso de la Declaración de los Derechos y 
Deberes del Hombre, y la Declaración Americana de Derechos. 
 
Ahora bien, tales lineamientos confluyen de manera armoniosa en la 
proyección del trabajo investigativo, sin que las premisas conclusivas tenidas 
en cuenta por el autor, redunden o se inmiscuyan en la consumación de la 
investigación, sino que, al contrario fundamentan y estructuran la misma, 
permitiendo a nivel particular concebir nuevas visiones de complexas 
realidades. 
 
Es necesario precisar en este punto, que no fue factible ubicar en la 
Penitenciaria local y en trabajos investigativos a nivel nacional, una 
investigación orientada de manera simétrica a la que actualmente se 
desarrolla, toda vez que si bien son abundantes y profusos los estudios 
ejecutados a la población reclusa de Colombia, los mismos se dirigen a 
desentramar distintas problemáticas penitenciarias y carcelarias, que no 
compilan con la dificultad advertida en el Establecimiento Penitenciario de 
Alta y Mediana Seguridad de La Dorada, Caldas. 
 
En cuanto a desarrollo jurisprudencial, se ha podido adverar que el mismo, 
ha sido cuantioso y prospero, toda vez que el Órgano de cierre de la 
Jurisdicción Constitucional no ha pasado por alto la nebulosa situación que 
soporta la población reclusa del país, y contrario censu, ha emitido múltiples 
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pronunciamientos en aras de salvaguardar las prerrogativas fundamentales 
de los sindicados y penados. 
 
Se destaca de la vasta jurisprudencia emitida por la guardiana de la 
Constitución Política, la sentencia T-153 de 1998 Magistrado Ponente Dr. 
Eduardo Cifuentes Muñoz, por medio de la cual se declaró el Estado de 
cosas inconstitucionales en los establecimientos penitenciario y carcelarios 
del país. 
 
Sin distinción, la Corte Constitucional ha precisado en cuanto al fin de la 
pena, esto es, la resocialización del recluso, que las limitaciones jurídicas y 
administrativas se dirigen a lograr tal fin, por la importancia del desarrollo 
jurisprudencial, se resalta: 
 
“(...) En reiterada jurisprudencia esta Corporación se ha 
pronunciado respecto de la situación de subordinación y 
sometimiento a un régimen jurídico especial, que afrontan las 
personas privadas de la libertad frente al Estado[4]. Dichas 
limitaciones disciplinarias y administrativas están encaminadas a 
lograr la resocialización de los reclusos. 
Al respecto, la Corte Constitucional, en Sentencia T-1275 de 6 de 
diciembre de 2005[5], señaló que: “la pena privativa de la libertad 
implica una drástica limitación de los derechos fundamentales de 
los reclusos”, no obstante, los Establecimientos Penitenciarios y 
Carcelarios deben proceder dentro de los términos estrictamente 
necesarios para lograr los fines de la pena, de tal manera que 
cualquier limitación adicional ha de ser tenida como “un exceso y, 
por lo tanto, como una violación de los derechos de los internos. 
La órbita de los derechos del preso cuya limitación resulta 
innecesaria, es tan digna de respeto y su protección constitucional 
es tan fuerte y efectiva como la de cualquier persona no sometida 
a las condiciones carcelarias”[6]. 
Siguiendo esta línea interpretativa, esta Corporación ha 
determinado que los derechos fundamentales de los reclusos 
pueden clasificarse en tres grupos[7]: (i) los derechos intocables, 
aquellos que son inherentes a la naturaleza humana y no pueden 
suspenderse ni limitarse por el hecho de que su titular se 
encuentre recluido. En este grupo se encuentran los derechos a la 
vida, la dignidad humana, la integridad personal, la igualdad, 
libertad religiosa, debido proceso y petición, (ii) los derechos 
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suspendidos, son consecuencia lógica y directa de la pena 
impuesta, tales como: la libertad personal, la libre locomoción 
entre otros, (iii) los derechos restringidos, son el resultado de la 
relación de sujeción del interno para con el Estado, dentro de éstos 
encontramos los derechos al trabajo, a la educación, a la intimidad 
personal y familiar, de reunión, de asociación, libre desarrollo de la 
personalidad, libertad de expresión.  
En consecuencia, la relación de especial sujeción que existe entre 
las personas que se encuentran privadas de la libertad y el Estado, 
no es otra cosa que “una relación jurídica donde el predominio de 
una parte sobre la otra no impide la existencia de derechos y 
deberes para ambas partes”3 
 
Doctrinalmente se destacan múltiples aportes referentes a la normatividad 
que regula los Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios, los derechos de 
la población reclusa, en calidad de sindicados o condenados y el amparo que 
le asiste a las prerrogativas fundamentales de los internos, surgen en este 
acápite nombres como el de los tratadistas, Iñaki Rivera Beiras, en su obra 
titulada La Cuestión Carcelaria4, el de Roberto Bergalli, Sistema Penal y 
Problemas Sociales5, de vital importancia, La Realidad del sistema 
penitenciario y carcelario Colombiano, de Jhon Jairo Orrego6. 
 
De igual manera se subrayan obras como la del autor Cuello Calón, E. 
Derecho penal volumen I y II7, donde enfatiza acerca de las normas que 
rigen a la población reclusa y de igual manera a las entidades a cargo de su 
vigilancia y control. No puede pretermitirse ni dejarse a un lado, el texto del 
escritor Xavier Pons Rafols, La Adopción de la Declaración Universal de 
 
3 Sentencia de tutela  T-213 de 2011. Magistrado Ponente, GABRIEL EDUARDO MENDOZA 
MARTELO. 
 
4 RIVERA BEIRAS, Iñaki. La Cuestión carcelaria. Historia, epistemología, derecho y política 
penitenciaria, Editores del puerto, Buenos Aires, 2006. p. VII y IX 
 
5 BERGALLI, Roberto. (Coord) Sistema Penal y problemas sociales, Tirant lo blanch, Valencia, 2003. 
6 ORREGO, John Jairo. El drama humano en las cárceles. la realidad del sistema penitenciario y 
carcelario colombiano, Medellín, noviembre de 2001. p. 16. 
 
7 CUELLO CALON, E. Derecho penal volumen I y II, editorial Bosh, Barcelona, 1940. 
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Derechos Humanos8, donde ejecuta con palmaria claridad un análisis 
histórico teórico del surgimiento de los derechos humanos y su aplicabilidad 
en el contemporáneo. Continuando con la línea de los derechos humanos, se 
trae a cuento el comentario elaborado por el profesor Gómez Isaza Felipe, en 
su artículo La Declaración Universal de los Derechos Humanos.9    
 
Ahora bien, adentrándonos en el caso particular de Colombia, sobresalen 
escritos como el del Doctor David Martínez, Situación carcelaria en 
Colombia10, la comunicación a la delegación emitida por el Coronel (r) Julio 
César Moreno11, el ilustrado trabajo comparativo de la pena privativa en 
Colombia y en Alemania, que perpetró el autor Emiro Sandoval Huertas.12  
 
Las conclusiones ofrecidas por el Magistrado José Fernando Reyes Cuartas, 
en el nuevo foro penal, que por la exactitud de las mismas se estima 
conveniente reproducir: 
“El sistema progresivo en cuanto a forma de observar el 
cumplimiento de la pena, comporta como inherente y consustancial 
la libertad condicional, no puede negarse esa liberación con base 
en argumentos opinables, falsedades o subjetivos, como el decir 
que ella no procede a pesar de la ejemplaridad del 
comportamiento del penado dada la gravedad, la dañosidad, la 
 
8 PONS RAFOLS, Xavier. La adopción de la Declaración Universal de Derechos Humanos, En: 
PONS RAFOLS, Xavier (Coord), La Declaración Universal de Derechos Humanos. Comentario 
articulado por artículo. Icaria, Barcelona, 1998. p. 27-42. 
 
9 GÓMEZ ISAZA, Felipe y ORAÁ, Jaime. La Declaración Universal de los Derechos Humanos. Un 
breve comentario en su 50 aniversario, Universidad de Deusto, Bilbao, 1997. p. 37. 
 
10 MARTÍNEZ O, David M. Situación carcelaria en Colombia, En: SALGADO, María Judith 
(editora), Conferencia Regional sobre la situación carcelaria en la Región Andina, INREDH, Quito, 
marzo de 200, p. 76  
 
11 Coronel (r) Julio César Moreno, Director del Grupo de Derechos Humanos del INPEC, 
comunicación a la delegación, Bogotá, 17 de octubre de 2001. 
 
12 SANDOVAL HUERTAS, Emiro. La pena privativa de la libertad en Colombia y en Alemania 
Federal, Temis, Bogotá, 1988. p. 230. 
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trascendencia o el impacto social del hecho o los antecedentes del 
penado” 13 
 
Sin alejarnos de la retórica que se presenta, es importante resaltar el texto 
presentado por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, El Hombre 
pierde su libertad pero no su dignidad, boletín N° 4, enero de 200614 donde 
se reconoce y se promueven la salvaguarda los derechos fundamentales, en 
especial vivir dignamente, que le asiste a la población reclusa del país.       
 
Una obra que ha consumado un estudio atinado de la situación carcelaria del 
país, es la elaborada por la Doctora Olga Lucía Gaitán15, quien 
indiscutiblemente permite advertir diversas clases de aristas de lo acontecido 
en las penitenciarias, así mismo cimenta, una serie de cuestionamientos que 
permiten en el autor intuir o percibir realidades disimiles, que confluyen por 
una misma vertiente.     
 
Ulteriormente y si bien el proyecto aquí ejecutado, se orienta en entrever la 
situación particular que soportan los detenidos del Establecimiento 
Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad local, el texto, Corregir y castigar, 
el ayer y hoy de las cárceles de mujeres, de Elizabeth Almeda16, ilustra a su 
auditoria de la importancia cardinal que se reconozcan y garanticen los 
derechos de la población reclusa, toda vez que su desconocimiento no sólo 
transgrede las prerrogativas de dicho grupo poblacional, sino, los 
 
13 REYES CUARTAS, José Fernando. Jurisprudencia Constitucional y derechos de las personas 
privadas de la libertad, En: Nuevo Foro Penal, N° 61, Medellín, 1999, p. 193. 
 
14 INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO, El hombre pierde su libertad pero 
no  su dignidad, boletín N° 4, enero de 2006. www.inpec.gov.co 
 
15 GAITAN GARCIA, Olga Lucia (Dir.) Análisis de la situación carcelaria…Op. p. 27. 
 
16 ALMEDA, Elizabeth. Corregir y castigar, el ayer y hoy de las cárceles de mujeres, ediciones 
Bellaterra, Barcelona, 2002. p. 229 y 230. 
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lineamientos de la Constitución Política y de un nuevo Estado, ahora, Social 
de Derecho. 
 
6.2. MARCO TEORICO 
 
6.2.1. ASPECTOS TEORÍCOS 
 
a). Primera Visión (Aspectos) 
 
Sentencia T-424 de 1992: Los internos son titulares de derechos 
fundamentales pero debido a que están sometidos a un régimen jurídico 
especial algunos resultan incompatibles, pues su ejercicio se suspende 
durante su condición de recluso, toda vez que la convivencia en los 
Establecimientos Penitenciarios está organizada imperativamente y la 
conducta de los internos se encuentra sometida a altas dosis de vigilancia y 
control en procura de garantizar un mínimo orden y disciplina para el cabal 
cumplimiento de los fines de la pena. 
 
b). Segunda Visión (Aspectos) 
 
T- 711 de 2006: Derechos Fundamentales de los internos – limitaciones 
El Estatuto Superior determinó la existencia de un grupo de derechos 
inherentes a la persona humana, llamados fundamentales, los cuales tienen 
que ser respetados  y gozan de la efectiva protección por parte del Estado. 
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No obstante, se encuentran situaciones en las cuales estas potestades 
deben ser limitadas, caso que enfrentan las personas que se hallan privadas 
de la libertad. Esta Circunstancia no implica necesariamente una restricción 
de la totalidad de derechos fundamentales de los que son titulares los 
internos como personas, pues contrario sensu, existe un grupo de ellos que 
debe permanecer incólume y de obligatoria salvaguarda por parte de las 
autoridades penitenciarias y del Estado. 
 
c). Tercera Visión (Aspectos) 
 
T- 435 de 2009: Derechos del niño a tener una familia y no ser separado de 
ella. La restricción de las potestades fundamentales debe ser de conformidad 
a los principios de razonabilidad y proporcionalidad y debe ser estrictamente 
necesaria para lograr los fines del Establecimiento, conservar el orden y la 
disciplina del mismo. 
Se expone que una restricción legítima  de los derechos de los internos  se 
encuentra en la unidad familiar, ello como consecuencia del aislamiento 
penitenciario. Esta situación puede presentarse entre otras cuando el 
entrerrejas es trasladado a un Establecimiento Penitenciario lejos de su 
residencia y de la familia cuando la misma no tiene los recursos económicos 
suficientes para su desplazamiento. 
 
6.2.2. ARTICULACIÓN DE LOS ASPECTOS  
 
Desde la Constitución de 1991 se estableció la protección de los derechos 
fundamentales de la persona, esto como una barrera al poder omnímodo  del 
Estado y en aras de proteger los derechos humanos los cuales son 
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inherentes a toda persona desde el mismo momento en que la ley lo 
considera como tal. 
 
Sin embargo, es la Carta Magna la que también establece la restricción de 
los derechos fundamentales a la persona, lo cual  su vez es garantía para 
quienes sufren la limitación de los derechos fundamentales. 
 
El legislador en desarrollo de la Constitución tipifica las conductas en las que 
se puede incurrir una persona – delitos- y cuya consecuencia es la 
imposición de una sanción la cual lleva implícita la restricción o disminución 
de algunos derechos considerados como fundamentales. De tal manera que 
corresponde al poder judicial y al ejecutivo de forma armónica llevar a cabo o 
mejor ejecutar conforme a lo reglamentado en la ley en lo sustancial como 
procedimental indicar cuáles son los derechos objeto de mengua de manera 
total o de forma parcial. 
 
Así las cosas, la jurisprudencia a través de sus decisiones ha señalado que 
quien es sometido a juicio penal y vencido, ordenándose expiar la sanción 
impuesta en un Establecimiento dado para ello, lo que de entrada soporta lo 
que ha denominado una relación de especial sujeción con el Estado, 
produciéndose  como consecuencia lógica la vulneración ó limitación de 
algunos derechos fundamentales siendo el principal de ellos el de la libertad, 
considerado como el segundo más importante para toda persona después 
del de la vida. 
 
Y es a través de una decisión judicial (bien sea sindicado o sentenciado) en 
el campo penal el punto de partida para que se justifique en cierta medida la 
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restricción de los derechos fundamentales pues no de otra forma se podría 
aceptar tales actuaciones. Es esa colaboración integral que debe existir entre 
los poderes ejecutivo y judicial, el primero a través del Instituto Nacional 
Penitenciario y carcelario – INPEC- en calidad de custodio, quien conforme 
con lo ordenado en el Código Penitenciario, el reglamento general y el 
creado para centro de reclusión en el que se establecen las formas en que se 
van a ejecutar las restricciones, por ello la persona que se encuentre recluida 
en el establecimiento penitenciario bien en calidad de sindicada o 
condenada, tiene fundamento en la Carta Política, luego en la ley, en una 
decisión judicial y en el reglamento interno establecido en cada centro de 
reclusión pero dicha restricción se encuentra regulada para evitar 
arbitrariedades o extralimitación en su aplicación. 
 
En el año 2010 y 2011 las personas que se encontraban internas en el 
Establecimiento Penitenciario de La Dorada – Caldas- sufrieron una 
disminución en el disfrute de algunos derechos considerados como 
fundamentales tales como: libertad, locomoción, intimidad, libre desarrollo de 
la personalidad, entre otros, pero todo ello fundamentado en lo expuesto en 
párrafos anteriores, pero a su vez gozaron de manera plena los de dignidad, 
vida, petición., legalmente cuando se observaron extralimitaciones por parte 
de la autoridad penitenciaria de la penitenciaría de La Dorada – Caldas- o del 
Operador Judicial encargado de ejercer tal limitación – INPEC- o Juez de 
Conocimiento o de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, la persona 
interna o recluida hizo uso de los mecanismos creados por el propio 
legislador para que dicho desbordamiento cesara, valga decir, utilizó la 




Concluyendo si bien es cierto una persona que es ubicada en el 
Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de la Dorada – 
Caldas-, en espera de ser vencida en juicio o para expiar una pena –prisión-, 
si bien sufre restricciones de algunos derechos fundamentales como 
resultado de una decisión judicial no lo es menos que tal disminución no es 
infinita sino por el contrario es el propio Estado el que debe garantizar los 
derechos fundamentales los cuales no se van a disminuir más allá de lo que 











7. ESTRATEGIA METODOLOGICA 
 
7.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
Explorativo: ¿Cuál es el fundamento para que una persona recluida en el 
Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad  de La Dorada, 
Caldas, se le limiten sus derechos de rango fundamental? 
 
Descriptivo: El origen para que una persona se encuentre recluida en el 
Establecimiento Penitenciario de La Dorada – Caldas en primer lugar tuvo 
que haber desarrollado un comportamiento considerado delito, es decir, en 
un inicio haber vulnerado un bien jurídico tutelado ó protegido por el 
legislador a través de la ley y luego sometido a un procedimiento en donde 
se demostró su culpabilidad y se le impuso una sanción de privación de la 
libertad 
 
Causal: ¿Por qué se le restringen los derechos fundamentales a una 
persona que se encuentra privada de la libertad? 
 
R/ Porque cometió un comportamiento considerado como delito y luego de 
desarrollarse un procedimiento se le impuso a través de una decisión judicial 




7.2. INFORMACIÓN SECUNDARIA 
 
La Constitución, la Ley y el Reglamento Interno y La Jurisprudencia. 
 
7.3. INFORMACIÓN PRIMARIA 
 
Mediante Entrevistas estructuradas: Para el presente trabajo se empleará 
esta información, toda vez que utilizará un mismo formato para los 
entrevistados que se encuentren en diferentes condiciones dentro del 
Estabelecimiento Penitenciario de La Dorada, Caldas, por ejemplo: seria 
aplicar la misma entrevista entre los sindicados, condenados, los que se 
encuentran en fase de alta seguridad, mediana seguridad y en el Pabellón de 
Atención Especial – PAE-. 
 
7.4. FUENTES, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN 
DE LA INFORMACIÓN 
 
En el contexto de la Investigación:”La Restricción de derechos fundamentales 
en el Establecimiento Penitenciario de alta y Mediana Seguridad de La 
Dorada- Caldas” el punto que se va a desarrollar como trabajo de campo es 
a través de entrevistas que se realizaran a 5 internos de cada pabellón del 
Centro Penitenciario, con el objetivo de obtener información directa de las 
personas privadas de la libertad, para indagar sobre su percepción frente a la 
restricción de los derechos fundamentales, al momento de ingresar a la 
penitenciaría en calidad de sindicado o condenado. 
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Lo anterior, teniendo en cuenta que el establecimiento en mención consta de  
10 patios los cuales están clasificados de la siguiente manera: 
 
P. 1: que se divide en A y B (UTE –Unidad de Tratamiento Especial y 
exfuncionarios) 
Patios: 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 son de Alta Seguridad 
P.  9: Sindicados 
Patios 10 A y 10 B (Tercera edad y Mediana Seguridad) 
 
La mayoría de las preguntas son de simple selección y algunas de ellas para 
la aclaración de la situación que se presenta al interior del EPAMSLDO 
desde la perspectiva de la población reclusa. 
 
Se trata entonces de un trabajo en el cual a los estudiantes de posgrado que 
lo van a desarrollar no se les está dado especular como observadores 
externos sino que su papel se limita a permitir que sea la población reclusa la 
que ofrezca una información que sea tabulable y en consecuencia fácil de 
presentar ante la comunidad en general. 
 
De acuerdo con lo anterior se entrevistarán un total de 64 internos, esto 
teniendo en cuenta la siguiente muestra: 
 n=         N 2 t2 
(N -1) e2 + 2  t2 
 
 Nivel de confianza: 90% 
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 T: 1.6512= 2.72 
 e: 0.102= 0.01 
 N: 1200  
 
 n=   1200*0.52* 2.72 
1199* 001 + 0.52 * 2.72 
 n=   816    816 
11.99 + 0.68                     12.67 
 TOTAL: 64 
La anterior población reclusa evacuará el siguiente cuestionario que estará 
conformado por preguntas de selección múltiple: 
 
1. ¿Cómo considera que ha sido el trato que ha recibido por parte del personal 
del Instituto Penitenciario y Carcelario –INPEC del EPAMSLDO? En caso de 








2. ¿De los siguientes derechos cual considera que es el que más se restringe 




d. Libre desarrollo de la personalidad 
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3. ¿Diga porque considera que se da la restricción de los derechos 
fundamentales por parte del INPEC? 
a. Por una decisión Judicial (sentencia ó imposición de una medida de 
aseguramiento) 
b. Por arbitrariedad. 
c. Por ser los custodios de la población reclusa ubicada en esta localidad 





4. ¿En el ejercicio de la vigilancia de la pena por parte del INPEC del 
EPAMSLDO escoja cual de los siguientes derechos fundamentales es el 
menos restringido, dentro del proceso de resocialización? 
a. trabajo y/o estudio 
b. salud 





5. Considera usted que las condiciones en que se encuentra privado de la 
libertad, esto es, alojamiento, alimentación, servicio de sanidad, servicios 








 8. CAPITULO I 
 
RESTRICCION DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LAS PERSONAS 
QUE SE ENCUENTRAN PRIVADAS DE LA LIBERTAD EN EL 
ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE ALTA Y MEDIANA SEGURIDAD DE 
LA DORADA – CALDAS 
 
El presente trabajo se encuentra enfocado de la experiencia adquirida desde 
hace aproximadamente dos años durante los cuales se ha trabajado con la 
población carcelaria del Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana 
Seguridad de La Dorada, Caldas, teniendo en cuenta que el control y 
vigilancia de las personas privadas de la libertad en calidad de sindicados o 
condenados es un tema que hoy en día sigue siendo poco explorado en 
nuestro país desde el punto de vista doctrinario, solamente a través de la 
jurisprudencia valga decir decisiones de la Corte Constitucional en donde en 
aras de respetar los derechos fundamentales de estas personas se ordenó al 
Estado tomar las medidas pertinentes para que desaparecieran las 
arbitrariedades o abusos que en un momento era el pan de cada día al 
interior de los Centros de Reclusión; y en ese mismo sentido el legislador a 
desligado el control de la ejecución de la pena del Juez de Conocimiento 
creando entonces el operador judicial ejecutor de la pena pues se entendió 
que de seguir con el mecanismo inicial no se abarcaría una verdadera 
protección de los derechos fundamentales y de ahí que se creó esta figura en 
un comienzo criticada por no proferir fallos de fondo sino administrar la pena 
pero que con el transcurrir el tiempo se decantó a través de la jurisprudencia 
que al resolver todos aquellos temas inherentes a la libertad de la persona 
recluida dicha función es netamente judicial por lo que su naturaleza 
pertenece a esta rama. 
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Para el perfeccionamiento del trabajo en mención en un primer momento se 
desarrollara todo lo relacionado con el derecho penitenciario rama que en los 
últimos años ha ido tomando autonomía e independencia frente al derecho 
penal, cabe recordar que el manejo de la población reclusa antes de la 
constitución de 1991 recaía en el juez de conocimiento dicha función aún no 
se había separado por lo menos en lo que se refiere a las personas 
condenadas a través de sentencia debidamente ejecutoriada, luego se hará 
un comentario sobre los sistemas penitenciarios y el sistema que se instauró 
en nuestra legislación a través de la Ley 65 de 1993. 
 
Una vez hecho el análisis anterior se pasará a los derechos humanos de las 
personas privadas de la libertad en donde se disertara sobre su historia y la 
enunciación de los derechos propios del ser humano acompañado de los 
instrumentos internacionales que los protegen y su consagración en la 
Constitución Política de 1991. 
 
Finalmente se abarcará el tema relacionado con la restricción de los 
derechos fundamentales en el Centro Penitenciario de Alta y Mediana 
Seguridad de La Dorada, Caldas, donde posteriormente en un trabajo de 
campo a través de entrevistas realizadas a los internos de cada uno de los 
pabellones de dicho centro, con  el fin de establecer cual de los derechos 
fundamentales de las personas allí recluidas sufre menos mengua u/o está 
sujeto a abusos por parte de quienes están encargados de la custodia y 









El derecho penitenciario antes de ser concebido como lo está hoy en día -
autónomo y con identidad dentro del proceso penal- en sus inicios no se 
tenia claridad a nivel internacional sobre su desarrollo sino que el mismo fue 
cogiendo forma a través de la realización de congresos denominados 
penitenciarios en donde se realizaban asambleas periódicas con el objeto de 
analizar la legislación y la doctrina penal y penitenciaria como a su vez las 
reformas, protección y resocialización del culpable. Los  mismos fueron 
clasificados como internacionales, nacionales y locales de acuerdo a los 
participantes que allí intervinieron, a su vez también podrían ser oficiales o 
particulares según quien lo organizara. La realización de los primeros 
congresos fue entre los años 1946 y 1970 llevados a cabo por particulares de 
prestigio profesional como fue el de Franckfurt y Londres, al mismo tiempo 
que estos se desarrollaban en Estados Unidos se celebraron algunos de 
carácter nacional destacándose el de Cincinnati (Ohio) toda vez que fue el 
primero que se constituyó con características internacionales celebrado en 
territorio Estadounidense. 
 
En efecto, contando los congresos realizados antes de la guerra mundial, 
entreguerra y de manera posterior, esto es, hasta el año 2005 se han 
celebrado un total de 23 congresos internacionales en materia 
penitenciaria.17 
 
17 Congreso Internacional penitenciario en Londres, 1872 (celebrado entre el 3 y el 13 de julio 
participaron 22 naciones de América y Europa); Congreso Internacional Penitenciario en Estocolmo, 
1878 (se realizó el 15 y 26 de agosto participaron entre 15 y 30 países, en este congreso se cambia el 
nombre de comisión nacional de Prisiones por Comisión Nacional Penitenciaria); Congreso Nacional 
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8.2. NORMAS MINIMAS PARA EL TRATAMIENTO DE LAS 
PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD 
 
Un resultado lógico de la celebración de los congresos penales y 
penitenciarios entre los distintos países fue la creación de un conjunto de 
preceptos para tener en cuenta en el tratamiento de las personas privadas de 
la libertad, cabe recordar que en los congresos celebrados siempre se 
buscaba abarcar temas diferentes relacionados con la prevención del delito y 
el tratamiento del delincuente, como en mucha ocasiones se le denomino a la 
realización de cada uno de ellos. 
 
Fue a partir del congreso de brucelas de 1900 en donde se establecieron los 
primeros derechos mínimos de la población carcelaria año1929, fue un 
conjunto de 55 reglas, después de esto como consecuencia de la segunda 
    
Penitenciario en roma   (celebrado entre el 16 y 24 de noviembre); Congreso Internacional 
penitenciario de San Petersburgo, 1890 (15 y 24 de junio participaron 27 Estados); Congreso 
Internacional Penitenciario en Paris (entre el 30 de junio y el 09 de julio participaron 21 países) ; 
Congreso Internacional Penitenciario en Brucelas, 1900 ( 6 y 13 de agosto participaron 29 países); 
Congreso Internacional penitenciario en Budapest, 1905 (5 y 9 de septiembre participaron 29 países); 
Congreso Internacional Penitenciario en Washington, 1910 (2 al 8 de octubre); Congreso Internacional 
en Londres de 1925 (del 4 al 10 de agosto); Congreso Internacional Penal y Penitenciario en praga, 
1930 (Del 24 al 30 de agosto, 41 países); congreso internacional penal y Penitenciario en Berlín de 
1935 (del 19 al 24 de agosto); congreso internacional Penal y penitenciario de la Haya de 1950 (del 14 
al 22 de agosto); congreso sobre la prevención del delito y tratamiento al delincuente en Ginebra 1955 
(22 agosto al 03 de septiembre fue el primero celebrado por las naciones Unidas participaron 50 
gobiernos); Congreso sobre la prevención del delito y tratamiento al delincuente, 1960 (8 al 19 de 
agosto, participaron 70 gobiernos; Congreso sobre la prevención del delito y tratamiento al delincuente 
en Estocolmo, 1965 ( 9 y 18 de agosto participaron 74 gobiernos) y Congreso sobre la prevención del 
delito y tratamiento del delincuente en Kyoto, 1970.cpongreso sobre la prevención del delito y 
tratamiento del delincuente en Ginebra en 1975. Entre el 1 y 12 de septiembre. Participaron  101 
países. Congreso sobre la prevención  del delito y tratamiento del delincuente en Caracas en 1980. 
Entre el 25 de agosto y el 5 de septiembre, participaron 101 países-  Congreso sobre la prevención del 
delito y tratamiento del delincuente  en Milán en 1985. Entre el 26 de agosto y el 6 de septiembre. 
Participaron 124 países. Congreso Sobre la prevención del delito y Tratamiento de delincuente en la 
Habana en 1990. Celebrado entre el 27 de agosto y el 7 de septiembre. Participaron 127 países. 
Congreso Sobre la Prevención del delito y tratamiento del delincuente en el Cairo  en 1995 entre el 19 
de abril y 8 mayo.  Participaron 137 países. Congreso Sobre la Prevención de Delito y Tratamiento del 
Delincuente en Viena en el año 2000. Del 10 al 17 de abril. Participaron 137 países. Congreso Sobre la 
Prevención del delito y justicia penal en Bankok en el año 2005, del 18 al 25 de abril. En este último se 
presentó variación en el nombre del congreso y además de ello se eliminó el tema penitenciario, que 
fue el origen de todos los que se desarrollaron. 
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guerra mundial hizo que en campo internacional desapareciera y solo hasta 
su terminación y la aparición de lla declaración internacional de los derechos 
humanos tomo prioridad. 
 
Fue a través de la ONU que se fueron expidiendo de a poco en los distintos 
congresos celebrados luego de la segunda guerra mundial, las reglas sobre 
las cuales se iría fomentando el tratamiento a dar a alas personas privadas 
de la libertad a través de una decisión judicial fue así como a través del 
congreso económico y social de las naciones unidas en los años 1957, 1977 
se fueron estableciendo las directrices o preceptos a tener en cuenta en el 
derecho penitenciario. Dichos ítems o reglas fueron trazados con el objeto 
que cada uno de los países que intervinieran en dichos congresos los 
tuvieran en cuenta en el desarrollo legislativo del sistema penitenciario. 
 
Dentro de las reglas mínimas se señaló como principio fundamental la no 
discriminación por razón de raza, sexo, lengua, religión u opinión, lo cual 
también se encuentra consagrado en la Declaración Internacional de 
derechos Humanos, además de lo anterior  también se plasmaron temas 
referentes a la separación del personal por categorías, vestido, alimentación, 
registro, servicio médico, disciplina y sanciones, información y derecho de 
queja de los reclusos, religión,  personal penitenciario, etc. 
 
En el campo de registro como regla se señalo de las personas privadas de la 
libertad se debe tener una base datos en la que contenga la identidad, 
motivos y autoridad en la que ordena la privación de la libertad, hora de 
ingreso y salida y la orden expedida por una autoridad. 
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En cuanto a la separación de categorías se establecieron varios criterios 
como separar hombres y mujeres así estén privados en el mismo centro 
penitenciario, sindicados o en detención preventiva de los condenados, los 
jóvenes de los adultos. 
 
Ahora, de los sitios destinados para la reclusión de manera concreta las 
celdas se establecen medidas mínimas en donde se indica que debe 
satisfacer las exigencias de higiene, tener en cuenta el clima, aire, 
calefacción y ventilación deben poseer buena luz natural, la artificial no 
puede ser perjudicial para los reclusos. 
 
Las unidades sanitarias deben estar adecuadas para satisfacer las 
necesidades físicas de forma aseada y decente en fin los lugares destinados 
para reclusión de personas deben estar en buen estado y  limpios, siguiendo 
con la parte de higiene las personas privadas de la libertad deben acceder a 
agua, elementos de aseo, corte de cabello y barba. 
 
En el tema de ropa y cama como regla se estableció que se le debía 
proporcionar al recluso vestuario en buen estado y limpio de acuerdo con el 
clima donde este privado de la libertad sin llegar a ser degradante u 
humillante, se estableció que cada uno debía poseer una cama dotada de los 
elementos necesarios que pueden ser cambiados regularmente. 
 
En el campo de la alimentación se indicó que debía de ser de buena calidad 
suministrada en horarios habituales y buena presentación al servirla, guardar 
un valor nutritivo que sirva para mantener la salud y fuerza de los internos, 
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los que a su vez tendrán acceso al agua potable que sirva de preparación de 
alimentos o de consumo directo cuando así lo requieran. 
 
En el desarrollo de ejercicios físicos se dijo que aquellos reclusos que no 
trabajan al aire libre se les debe disponer de una hora al aire libre y aquellos 
que su condición física se lo permita dictarles clase de educación física y 
recreativa. 
 
En el campo de la salud se trazó que los centros de reclusión deben prestar 
servicios médicos existiendo mínimo un profesional de la medicina los cuales 
no pueden ser diferentes a los prestados en la comunidad, cuando se 
requieran atenciones especiales se debe disponer el traslado de quien lo 
necesita, en el caso de mujeres embarazadas se deben tener las 
instalaciones especiales para su atención, al momento de entrada y salida se 
deben realizar exámenes médicos para detectar enfermedades físicas o 
mentales. 
 
Otra de las reglas que se fijó es en la parte disciplinaria señalándose que se 
debía mantener con firmeza acompañado con el orden pero previo a ello 
debía prevalecer el principio de legalidad que quiere decir que no existe ley o 
reglamento previo a una conducta considerada como tal se prohíbe la doble 
punición, a ser informado de la infracción que se atribuye a ejercer el derecho 
de defensa incluso a acudir a un interprete, se señaló que las penas 
corporales crueles e inhumanas quedan prohibidas como sanciones 
disciplinarias y otra clase de  sanciones como es el aislamiento y la reducción 
de los alimentos eran procedentes solo cuando el médico lo permitía, la 
utilización de unas esposas, cadenas o grilletes incluso camisas de fuerza se 
consideraron prohibidas como medios de coerción, solamente se permitían 
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para realizar traslados de un sitio a otro bien por cuestiones de salud u 
ordenes judiciales pero las mismas no pueden prorrogarse en el tiempo. 
 
Ahora, frente al personal interno en los Establecimientos penitenciarios se 
instauraron unos derechos como eran a recibir información escrita respecto a 
la categoría a la cual queda ubicado como interno y régimen interno del 
centro penitenciario donde purgaría la pena, los procedimientos para 
presentar quejas, conocer derechos y obligaciones, a recibir información y a 
presentar peticiones o quejas bien al director del establecimiento al inspector 
encargado de dicha función, a la autoridad judicial o a cualquier otra e 
igualmente recibir las respuestas de las mismas para tener comunicación con 
la familia y amigos, a recibir correspondencia, visitas debidamente 
controlado, en caso de ser un extranjero a comunicarse con el agente 
diplomático respectivo y derecho a recibir información sobre los insucesos 
más importantes por cualquier medio siempre sea autorizado. 
 
En el campo religioso se resaltó la libertad de pensamiento de conciencia y 
de religión18, en donde se estableció en el tratamiento penitenciario que 
aquella persona recluida puede acogerse o no libremente a una religión. 
 
Del personal penitenciario se indicó que su misión es prestar una buena 
administración en los establecimientos por lo tanto se debe dar importancia al 
personal humano, la actitud y capacidad profesional del mismo, es decir, se 
indicó que se debe tener como prioritario la formación del material humano 
dedicado a dicha función, atendiendo también una adecuada remuneración 
para tal función. 
 
18 Artículo 18 Declaración universal y del pacto de derechos civiles y políticos. 
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A partir de 1955 se hicieron unas clasificaciones de categorías frente a los 
reclusos indicándose dicha división de la siguiente manera: condenados, 
alineados y enfermos mentales, personas detenidas o en prevención 
preventiva, personas sentenciadas por deudas o aprehensión civil, incluso 
más adelante se habló de detenidos sin tener cargos en contra. 
 
• En el campo de los condenados es donde más se desarrollan reglas 
mínimas, que tiene como propósito buscar tratamiento reformador a 
través de estímulos, el trabajo intramural y actividades de orden 
recreativo o cultural, las relaciones sociales, y la ayuda posterior al 
tratamiento penitenciario. 
 
Entre los principios rectores se hace la definición de prisión y penas 
privativas de la libertad. 
 
Otro principio que se resaltó fue la relación entre la privación de la libertad y 
ella misma, en el sentido que había que disminuirse en lo posible las 
diferencias de vida en prisión y vida en libertad cuando llevaban intrínsecas o 
contribuían en menguar el concepto de responsabilidad ó dignidad de la 
persona, además se da a rescatar la preparación del recluso para la vida ó 
cuando obtuviera su libertad preparándolo para reintegrarse al grupo social ó 
acceder a la libertad condicional, en este aspecto se destaca que la persona 
reclusa sigue siendo miembro d ela sociedad por lo que se debe buscar la 
forma de lograr la rehabilitación del mismo a través de entidades que hagan 
parte de la misma comunidad. 
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Por su parte el tratamiento penitenciario trata de 3 reglas fundamentales, de 
las cuales se destaca que las mismas van enfocadas a la individualización de 
la persona para la readaptación a la vida social, esto es, que su 
comportamiento este conforme a la ley penal y su aceptación a vivir de 
acuerdo a lo estipulado en ella, aunadamente nos remite a la regla 66 donde 
estipula que se debe tener aspectos propios de la vida del condenado para 
su preparación al momento de obtener la libertad, tales como su vida 
criminal, su entorno, y las expectativas que el mismo tiene al momento de su 
salida.  En dicho aspecto también se abarcó que una vez ingrese una 
persona a un establecimiento se debe clasificar aun asi el tratamiento 
penitenciario sea de modo individual, se deben separar y ubicar en grupos la 
población carcelaria. 
 
Se establecieron procedimientos que buscaban dar privilegios aquellos 
internos que tuvieran buena conducta y un buen sentido de responsabilidad 
al igual que desarrollaran interés y colaboración frente al tratamiento recibido. 
 
En el desarrollo de las reglas mínimas se expuso que el trabajo no podía ser 
aflictivo, pero se tendrá como obligatorio para mantener una actitud física y 
mental del personal allí recluido, para el desarrollo del mismo se establece un 
horario y descanso, a escoger el tipo de trabajo, un remuneración equitativa 
de la actividad que se realice. También se señaló la necesidad y 
obligatoriedad de enseñar al analfabeta y al personal joven recluido 
creándose un sistema de instrucción que una vez la persona puesta en 
libertad pueda seguir con su preparación educativa, así mismo se ordeno la 
realización de actividades recreativas y culturales, todo con el objeto de 
lograr un bienestar del personal privado de la libertad. 
• La ayuda pospenitenciaria en este aspecto se tiene como propósito 
mantenga y mejore sus relaciones con el núcleo familiar siempre y 
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cuando sea beneficioso para ambas partes, a su vez que la persona 
recluida tenga acceso a otras entidades externas que ayuden o sean 
útiles al grupo familiar y a la readaptación de la persona recluida, en el 
campo pospenitenciario se establece que se  debe proveer a la 
persona que ha logrado su libertad de la documentación que lo 
identifique plenamente, trabajo, alojamiento, vestuario adecuado con 
el clima, en fin lo necesario para subsistir antes de obtener su 
liberación definitiva 
• En el campo de los alienados y enfermos mentales se dispuso la  
creación de centros especiales pero bajo la vigilancia de un galeno y 
de ser necesario seguir con tratamiento psiquiátrico luego la liberación 
se debe seguir con el mismo. 
• Personas en prisión preventiva. 
 
El concepto de acusar que se dio fue “toda persona arrestada o  
encarcelada por imputársele una infracción a la ley penal, detenida en un 
local de policía o en prisión pero que aún no ha sido juzgada”, y luego se 
señala que gozan de presunción de inocencia por lo que requieren de un 
tratamiento especial como es separarlos de los condenados entre los 
acusados de jóvenes y adultos, ubicarlos en celdas individuales, pueden 
alimentarse por si mismos si así lo desean y que no vayan en contra del 
orden del establecimiento, usar ropa propia, siempre y cuando sea limpia 
y si utilizan uniforme que sea diferente al de los condenados, no están 
obligados a trabajar, se les permite adquirir libros  u otros medios de 
comunicación, a recibir visita médica u odontológica personal, a recibir 
visitas de familiares y amigos y a obtener información sobre su detención, 
a garantizársele el derecho de defensa técnica bien solicitando un 
defensor de oficio o haciendo uso de uno de confianza con quien tendrá 
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derecho a la confidencialidad, es decir, que no se le podrá escuchar por 
ningún funcionario las charlas que tenga con aquel. 
• Condenados por deudas o aprehensión civil (ya no existe) 
Se establece un trato especial a los condenados por deudas que no puede 
ser mas severo que el establecido por los acusados, pero en las mismas 
reglas se instauró el trabajo obligatorio en esta clase de personas,  este 
aspecto estuvo dirigido a países que contemplan dicha sanción por deudas. 
• Privados de la libertad sin cargos en contra. 
 
8.3. DERECHO PENITENCIARIO EN COLOMBIA 
 
En un principio se hablaba no de un derecho penal originario, sino de 
regulaciones originarias o aborígenes, para exaltar el hecho de efectivamente  
en las culturas que existieron durante la época española, se tenia en cuenta 
un catalogo de conductas prohibidas y la consecuente sanción por su 
realización, ejemplo de ello fue la cultura chibcha en donde el máximo 
representante implemento 4 reglas de obligatorio cumplimiento como lo 
fueron, no matar, no hurtar, no mentir y no hurtar la mujer ajena; “normas 
moralizadoras” que no fueron propias de esa civilización si no de otras más 
pequeñas y que de una y otra forma se mantienen hoy por hoy gracias a la 
protección en tal sentido que ha permitido la actual Constitución Política 
Colombiana19. 
 
En el año 1563 con el establecimiento normativo español del Nuevo Reino de 
Granada, se implementaron normas para los españoles residentes en 
América y para los indígenas con relación a estos, teniendo en cuenta que a 
 
19 Artículo 246 de la Constitución Politica de Colombia. 
54 
estos les permitían aplicar sus costumbres siempre y cuando no fueran en 
contra de los primeros. Lo que en la práctica se hacia inaplicable por la 
constante exigencia de esclavitud y explotación de la mano de obra indígena, 
en esta época no se conoció la pena privativa de la libertad aunque si la 
detención preventiva a espera de juicio – azotes, horca, pena de muerte-. 
 
Ahora bien, la penalidad en la Colonia comprende entre 1563 hasta la 
llegada de la independencia de Colombia, en esta época el castigo tenia dos 
propiedades: uno escarmentar a los desordenados y dos la de permitir al 
alma del pecador ser purgada de las penas, acá la privación de la libertad 
dependía de la condición social que ostentara, es así como los negros 
africanos eran sometidos a la privación de la libertad en régimen de 
esclavitud; siendo ello así las leyes penales impuestas por los 
conquistadores se encontraban dispersas en varios códigos aunque regidas 
en general  por las leyes de indias de 1680 el cual consagró en su titulo 
octavo “los delitos y las penas y  la aplicación de estas, teniendo en cuenta 
que no se trata de una modalidad de pena sino de detención preventiva para 
la obtención de la verdad a través de la tortura. 
 
Siguiendo el paso del tiempo se llego el periodo entre 1810 y 1886 en donde 
se mantuvieron las regulaciones españolas hasta la republica de la nueva 
granada, toda vez que hasta el año 1837 se expidió la primera codificación 
penal aplicable en lo que hoy es territorio colombiano, la cual fue sancionada 
por el presidente conservado José Ignacio de Márquez, el 27 de junio de 
1837 y entró en vigencia un año después, en el mes de junio de 1838, el gran 
cambio de este código en cuanto a la privación de la libertad es que la misma 
era para cualquier persona del territorio colombiano, más no solo para los 
siervos, como consecuencia de la comisión de conductas punibles, 
definiendo al delito como “ la voluntaria y maliciosa violación de la ley, por la 
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cual se incurre en alguna pena”, distinguiendo las penas y las culpas, y las 
primeras en corporales e incorporales. El valor de este código se atribuye a 
que fue una derogación a la legislación española. 
 
Posteriormente surge el Código Penal de 1873 en este momento histórico 
Colombia se dividió administrativamente convirtiéndose en “Estados Unidos 
de Colombia”, donde el estado de Antioquia expide un código penal, el cual 
se basó en el de 1837 pero inusualmente era humanitario, es decir 
antropocéntrico, donde defendía la idea de que lo humano era lo esencial, 
luego de esta era, se dio paso a un código más severo de acuerdo con las 
políticas del entonces presidente Rafael Núñez el cual se expidió con la Ley 
19 de octubre 18 de 1890 dando un retroceso a la conservadora legislación 
Granadina, es decir, con una filosofía autoritaria, confesional, avara en el 
reconocimiento de las garantías individuales, y este código consagro la pena 
capital para los delitos como traición a la patria en guerra extranjera, 
parricidio20, asesinato, incendio entre otros, empero , mediante acto 
legislativo 3 de 1910 de reforma constitucional, se impidió la aplicación legal 
de la pena capital en todo el territorio colombiano. 
 
Luego en el primer gobierno del partido liberal  se creó mediante la ley 20 de 
1933 una “Comisión Nacional de Asuntos Penales y Penitenciarios”, para 
después dar lugar a un nuevo proyecto de código penal que fue aprobado a 
través de la ley 95 del 24 de abril de 1936, teniendo un enfoque positivista y 
autoritario, dividiéndose en él las pena y las medidas de seguridad pre y pos 
delincuenciales. 
Después de varios proyectos para adoptar un nuevo código penal y pasando 
por diferentes gobiernos de la época, el Congreso de la republica ddecidió 
 
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homicidio calificado por razón de vinculo. 
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conferir facultades extraordinarias al gobierno y así iniciar el diseño de 
anteproyectos del código penal, siendo así el Presidente Julio Cesar Turbay 
Ayala expidió el decreto 100 de 1980, en donde se contempló las penas de 
prisión, arresto y multa y acaró dentro de su normatividad que las penas 
privativas de la libertad no podían exceder 30 años, excepto homicidio 
agravado y secuestro agravado, durante este interregno se promulgó la 
Constitución Política de 1991, prohibiendo las penas perpetuas, que en este 
caso no se daban porque las de 60 años se encontraban definidas en el 
tiempo además de que no se cumplían en su totalidad pues se cuenta la 
redención de penas. 
 
El Código Penal del 2000, Este surgió en el gobierno del presidente Andrés 
Pastrana, estableciendo en su artículo 35 “son penas principales las 
privativas de la libertad de prisión, la pecuniaria de multa y las demás 
privativas de otros derechos que como tal se consagran en la parte 
especial…” en el se elimino la pena privativa de arresto, al resultar igual la de 
prisión y se modificó que la autoridad para imponerla es la autoridad judicial y 
no la de las autoridades de policía, igualmente estableció que la pena de 
prisión no podría exceder los 40 años, es decir, redujo 20 años respecto al 
código anterior, incluye las penas sustitutivas- arresto el fin de semana y 
prisión domiciliaria- y los mecanismos sustitutivos de la pena de la privación 
de la libertad-suspensión condicional de la ejecución de la pena y la libertad 
condicional y en su parte especial consagro lo relativo  al tipo penal, 
circunstancias atenuantes y eximentes de responsabilidad. Así mismo 
desarrollo los fundamentos para la individualización de la pena, esto es, los 
criterios que se debían tener en cuenta al momento de la deteminación 
judicial de la pena, estableciendo las circunstancias de mayor y menor 
punibilidad y el margen punitivo. 
Desarrolla al prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, cuando se 
trate a una pena  mínima igual o inferior a 5 años  y que el desempeño 
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personal, laboral, familiar o social le permita deducir al juez seria y 
fundadamente que no colocará en peligro a la sociedad, para lo cual debe 
suscribir una diligencia de compromisos y pagar una caución y sobre los 
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, habló que 
respecto a la suspensión condicional procede para los delitos menores de 3 
años como factor objetivo previo a cumplir este los demás subjeticos 
consagrados en la norma y respecto a la libertad condicional, fue 
ampliamente modificado por la Ley 890 de 2004, toda vez que estableció que 
ya no podía acceder con las tres quintas partes sino con las dos terceras  
partes. 
 
La Ley 890 de 2004 es una de las grandes reformas al Código Penal pues en 
ella  se aumentaron las penas privativas de la libertad aplicables a los tipos 
penales existentes y en la parte general estableció el límite máximo  de la 
pena privativa de la libertad en 720 meses en los casos que se condene por 
un  concurso de delitos y en caso de que no se pruebe ese concurso no 
podrá exceder de los 50 años de prisión y  la segunda reforma importante 
tiene que ver con el sistema de cuartos mencionado  en los fundamentos de 
la individualización de la pena en el código penal ya que en principio continua 
vigente pero no tendría aplicación en los casos  de negociación entre la 
fiscalía y la defensa. 
 
8.4. HISTORIA DEL DERECHO PENITENCIARIO EN COLOMBIA 
 
Regulaciones penitenciarias durante la Colonia: año 1680, fue la época 
del Nuevo Reino de Granada, donde el libro séptimo de la recopilación de 
indicas dedicó tres títulos al tema carcelario ya  la aplicación de la privación 
de la libertad (de las cárceles y carceleros,  de las visitas de las cárceles y de 
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los delitos y las penas y su aplicación, además de ello rigieron las partidas 
que contemplada como una de las penas mayores, la perpetua prisión, que 
solo podía darse a siervo, no era una cárcel para castigo sino para 
guardarlos hasta ser juzgados. 
Derecho penitenciario de 14 de marzo de 1828: fue un decreto emitido en 
la época del entonces Presidente Simón Bolívar, en la que se planteó que 
debía existir “presidios correccionales de uno y otro sexo”, estableció la pena 
privativa d ela libertad como un medio para asegurar  la utilización del recluso 
en trabajos de seguridad, aseo, limpieza, salubridad de la población. 
Leyes de presidios urbanos de 1835 a 1837 
El 30 de 1835 se expidió la primera ley sobre los establecimientos de 
presidios urbanos, que se aplicaban en los establecimientos de reclusión 
donde eran procesadas y condenadas por la ley de indias, en ese mismo año 
se estableció la pena privativa de la libertad en 12 años; el 5 de enero de 
1837 se expidió el decreto reglamentario de los presidios urbanos, este se 
adopto antes de promulgar el primer código penal, a mode de preparar las 
prisiones para la adopción del mismo, en él se consagraron 3 clases  de 
establecimientos destinados  a la privación d ela libertad: prisiones, presidios 
y casas de arresto- 
Ley de establecimientos de castigo de 1838:  
Su importancia radica en que es unificadora, es decir, unir el penal manifiesto 
en dicho código y el carcelario previsto para que los castigos pudieran ser 
cumplidos. 
Código de Régimen Carcelario de 1934:  
El Estado durante casi un siglo no tuvo una legislación penitenciaria clara y 
precisa sobre la administración de los centros de reclusión y no se evidenció 
un interés para crear una normatividad única que se refiriera al tratamiento 
penitenciario y carcelario, el haber adoptado distintos nombres de carácter 
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administrativo por parte del estado hizo que a su vez igualmente existiera un 
gran numero de normas aplicadas de manera paralela en distintas regiones y 
de contera a los establecimiento lo que conllevaba a una difícil aplicación de 
una determinada normatividad que facilitara la administración y manejo de la 
población reclusa quedando solamente al manejo de cada director del 
respectivo centro ante la ausencia de una única y exclusiva norma 
penitenciaria para todos, antes del código de 1934 se destacó el proyecto 
denominado “Reglamento General Carcelario” del año 1927, proyecto que no 
tuvo ambiente político, ya que en el mismo se plasmo que no era procedente 
ante la falta de la estructura (edificios) para la organización que allí se quería 
implantar. En el año 1933 a través de la Ley 20 el Congreso concedió 
facultades del ejecutivo con el objeto de que se expidiera un decreto 
legislativo que consagrara el código de régimen carcelario y penitenciario, 
creándose así el código penal de 1936, al igual que se presentó un proyecto 
que estuviera de acuerdo con el código de penas, atendiendo las facultades 
extraordinarias concedidas al ejecutivo busco la manera de presenta un 
código de régimen carcelario y penitenciario que estuviera acorde con la 
legislación penal vigente, sin embargo, ello no fue posible   
 
8.5. DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES 
DEL HOMBRE, SU CONTEXTO Y SU ENTORNO. 
 
8.5.1. CONTEXTO EN EL QUE SURGE LA OEA. 
 
Deberá decirse de entrada que el marco internacional en el que surge la OEA 
es el mismo de la Declaración Universal de Derechos Humanos, en tanto 
suceden en el mismo año, circundantes a la terminación de la guerra y a la 
barbarie del nacionalsocialismo, que aún conservaba fuerte injerencia en la 
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comunidad internacional, incluida el continente americano, que no había 
vivido en carne propia las nefastas experiencia de la Guerra. 
 
Se resalta como bien lo hace el autor Juan David Posada Segura, en su libro 
Sistema Penitenciario, que los miembros fundadores de la OEA son 
integrantes de la ONU, para la misma época en la que está transcurriendo el 
proceso de creación de la Declaración.  En el contexto local, no es 
desconocido para nadie, y al contrario, muy popular para el común, que 
nuestra sociedad y especialmente el continente americano, se ha 
caracterizado por una inmanente violencia, y el cercenamiento de diversas 
prerrogativas fundamentales, es esa indefensión del pueblo más vulnerable, 
la que ha exigido en el hombre una revolución interna, que permita sobrevivir 
las injusticias propias de un mal gobierno, rodeado de inequidades y de 
vejámenes impropios.  
 
 El denominado “Bogotazo” nombre con el cual se conoce un periodo de gran 
inestabilidad política siguiente al genocidio de Jorge Eliecer Gaitán el 09 de 
abril de 1948, incidió profundamente en La IX Conferencia Internacional 
Americana en la que se creó la OEA, habrá de remembrarse como nuestra 
vasta experiencia con la violencia y la inequidad social, han sido cardinales 
en la evolución política, cultural y social de América Latina.  
 
Tal tejido, no fue exclusivo del resorte de Colombia, contrario a ello, la 
problemática se fronterizo y los demás países que conforman el continente 
americano, palidecieron en conjunto ante la odiosa guerra. Algunos 
historiadores visionarios y quiméricos, atribuyen al libertador Simón Bolívar,  
en el congreso de Panamá de 1826 el origen del sistema interamericano, no 
obstante, son los nacidos en el país del tío Sam, de las oportunidades, los 
primeros que convocaron a una reunión para dar origen al sistema, y 
continuar con el proceso que hasta el día de hoy se mantiene. 
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La primera conferencia Internacional Americana tuvo lugar en Washington, 
D.C., del 2 de octubre de 1889 al 19 de abril de 1890, en la misma se trazó 
como propósito que:        
 
“con el objeto de discutir y recomendar a los respectivos Gobiernos 
la adopción de un plan de arbitraje para el arreglo de los 
desacuerdos y cuestiones que puedan en lo futuro suscitarse entre 
ellos; de tratar de asuntos relacionados con el incremento del 
tráfico comercial y de los medios de comunicación directa entre 
dichos países; de fomentar aquellas relaciones comerciales 
recíprocas que sean provechosas para todos y asegurar mercados 
más amplios para los productos de cada uno de los referidos 
países.”21 
 
Bastará para sintetizar el contexto en el que surge la Organización de 
Estados Americanos, referirnos a la historia demarcada en la página oficial 
de la OEA, donde hábilmente se resumen cuantiosos años de esfuerzos 
incansables, en aras de propiciar la paz entre los estados firmantes, y de 
salvaguardar las prerrogativas fundamentales de la población más desvalida. 
 
“(…) Algunos historiadores remontan el origen del sistema 
interamericano al Congreso de Panamá convocado por Simón 
Bolívar en 1826. Sin embargo, recién en 1889 los Estados 
americanos decidieron reunirse de manera periódica y comenzar a 
forjar un sistema común de normas e instituciones. Entretanto, se 
celebraron conferencias y reuniones que intentaron dar origen al 
sistema, pero fue una invitación del gobierno de Estados Unidos la 
que desencadenó el proceso que ha continuado 
ininterrumpidamente hasta hoy día. La Primera Conferencia 
Internacional Americana tuvo lugar en Washington, D.C., del 2 de 
octubre de 1889 al 19 de abril de 1890 (…) 
Dieciocho Estados americanos participaron de esta Conferencia, 
en la que se acordó establecer una Unión Internacional de 
Repúblicas Americanas, con sede en Washington, D.C., “por 
medio de la cual se pueda obtener la pronta y exacta publicación, 
a costa y en provecho común, de datos comerciales importantes”. 
Posteriormente, la Unión Internacional de Repúblicas Americanas 
se transformaría en la “Unión Panamericana” y, por último, cuando 
se ampliaron sus funciones, en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Respecto de los temas 
legales, la Conferencia recomendó adoptar disposiciones para 
regular la extradición, declaró que la conquista no crea derechos y 
 
21 Conferencia Internacional Americana, Washington DC, del 02 de octubre de 1889 al 19 de abril de 
1890. 
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formuló lineamientos para la elaboración de un Tratado de 
Arbitraje como medio de resolver controversias entre las naciones 
americanas evitando la guerra. Esta conferencia también sentó las 
bases de lo que luego sería el sistema interamericano: inquietudes 
comerciales tendientes a lograr una mayor integración, inquietudes 
jurídicas por el fortalecimiento de los lazos entre el Estado y el 
sector privado en un entorno pacífico de cooperación y seguridad 
regional, y el establecimiento de instituciones especializadas en 
diferentes esferas.  
Las Conferencias Internacionales Americanas se reunieron a 
intervalos variados hasta que, en 1970, fueron reemplazadas por 
los períodos de sesiones de la Asamblea General de la OEA, 
luego de que entrara en vigencia el Protocolo de Reformas a la 
Carta de la Organización de los Estados Americanos, adoptado en 
Buenos Aires. Además de las Conferencias, también se celebraron 
reuniones de ministros de relaciones exteriores y otras reuniones 
especializadas, como la Conferencia Interamericana sobre 
Problemas de la Guerra y la Paz y la Conferencia Interamericana 
para el Mantenimiento de la Paz y la Seguridad del Continente. La 
primera, realizada en México en 1945, tuvo por objeto debatir 
actividades conjuntas a ser emprendidas por los Estados 
americanos en concordancia con las Naciones Unidas, que en ese 
entonces estaba en proceso de formación. Por su parte, la 
Conferencia Interamericana para el Mantenimiento de la Paz y la 
Seguridad del Continente, reunida en Río de Janeiro, Brasil, en 
1947, luego de la Segunda Guerra Mundial y cuando comenzaba a 
gestarse la Guerra Fría, adoptó el Tratado Interamericano de 
Asistencia Recíproca, con el fin de asegurar la legítima defensa 
colectiva ante un eventual ataque de una potencia de otra región y 
decidir acciones conjuntas en caso de un conflicto entre dos 
Estados partes del Tratado. 
Durante este período se adoptaron numerosos acuerdos que 
establecieron los principios básicos de lo que posteriormente sería 
la Organización de los Estados Americanos. Por ejemplo, en 1923, 
la Quinta Conferencia Internacional Americana (Santiago, Chile) 
adoptó el Tratado para Evitar o Prevenir Conflictos entre los 
Estados Americanos (Tratado de Gondra), y en 1933, la Séptima 
Conferencia Internacional Americana (Montevideo, Uruguay) 
aprobó la Convención sobre los Derechos y Deberes de los 
Estados, en la cual se reafirma el principio de que “los Estados son 
jurídicamente iguales, disfrutan de iguales derechos y tienen igual 
capacidad para ejercitarlos”, se reitera el principio de que ningún 
Estado tiene derecho de intervenir (prohibición de intervención) en 
los asuntos internos o externos de otro, y se subraya la obligación 
de todos los Estados de resolver por los medios pacíficos 
reconocidos las divergencias de cualquier tipo que se susciten 
entre ellos. 
En las primeras décadas del sistema interamericano, también se 
aprobaron varias convenciones sobre derecho internacional 
privado, en particular, la Convención sobre Derecho Internacional 
Privado (Código Bustamante), adoptada en la Sexta Conferencia 
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Internacional Americana, que tuvo lugar en la Habana, Cuba, en 
1928. Si bien la Convención solo fue ratificada por unos pocos 
países y no fue seguida por las naciones del Cono Sur, que 
prefirieron las estipulaciones de los Tratados de Montevideo sobre 
Derecho Internacional de 1889 y 1939, constituyó un importante 
paso hacia la codificación y el desarrollo progresivo del derecho 
internacional privado.  
Además de la Unión Panamericana, gradualmente se estableció 
un conjunto de instituciones con miras a facilitar la cooperación y 
emprender una importante labor en esferas específicas. A través 
de los años se crearon las siguientes instituciones: la Organización 
Panamericana de la Salud (1902) —que luego se transformó en la 
oficina regional de la futura Organización Mundial de la Salud—, el 
Comité Jurídico Interamericano (1906), el Instituto Interamericano 
del Niño (1927), la Comisión Interamericana de Mujeres (1928), el 
Instituto Panamericano de Geografía e Historia (1928), el Instituto 
Indigenista Interamericano (1940), el Instituto Interamericano de 
Cooperación para la Agricultura (1942) y la Junta Interamericana 
de Defensa (1942). Después del establecimiento de la OEA, se 
crearon, entre otros, el Banco Interamericano de Desarrollo, la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión 
Interamericana para el Control del Abuso de Drogas, la Comisión 
Interamericana de Telecomunicaciones, la Comisión 
Interamericana de Puertos y el Centro de Estudios de Justicia de 
las Américas. En 1923 se propuso establecer una Corte 
Interamericana de Justicia. Si bien ésta nunca se materializó, sirvió 
de precedente para la Corte Centroamericana de Justicia, que 
funcionó desde 1907 hasta 1918. De esta manera se creó una red 
de instituciones internacionales regionales para fortalecer la 
cooperación entre los Estados americanos en una amplia variedad 
de temas de la agenda regional.  
La Novena Conferencia Internacional Americana, que reunió a 21 
Estados en Bogotá, Colombia, en 1948, adoptó la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, el Tratado Americano de 
Soluciones Pacíficas (“Pacto de Bogotá) y la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. En la misma 
Conferencia, se aprobó el Convenio Económico de Bogotá, que se 
propuso fomentar la cooperación económica entre los Estados 
americanos, pero que nunca entró en vigencia.  
De la misma manera que la Carta de la OEA, el Pacto de Bogotá 
obliga a las Altas Partes Contratantes a resolver las controversias 
entre los Estados americanos por medios pacíficos y enumera una 
lista de procedimientos a seguir: buenos oficios y mediación, 
investigación y conciliación, y arbitraje. Si no se logra una solución 
mediante el procedimiento de conciliación establecido, las partes 
tienen derecho a recurrir a la Corte Internacional de Justicia. De 
hecho, algunas controversias han llegado hasta esta instancia. La 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 
adoptada meses antes de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, subrayó el compromiso de la región con la protección 
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internacional de los derechos humanos y sentó las bases para la 
adopción de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(Pacto de San José de Costa Rica), que fue aprobada en 1969 y 
entró en vigencia en 1978.  
La Carta de la Organización de los Estados Americanos fue el 
resultado de un largo proceso de negociación que comenzó en 
1945. Originalmente se propusieron varios nombres para la nueva 
institución: “Unión”, “Comunidad regional” y “Organización”. Luego 
de haberse elegido esta última designación, se discutió sobre el 
uso de “Estados”, “Naciones” o “Repúblicas”. No se optó por el 
término “Repúblicas” a fin de no excluir otras formas de gobierno 
que pudieran existir en la región, y se rechazó la opción “Naciones” 
por ser este término más cultural o sociológico que jurídico. Así se 
gestó el nombre que conocemos en la actualidad: “Organización 
de los Estados Americanos”.  
También se estableció la nueva relación de la Organización con el 
sistema universal de las Naciones Unidas, que se había creado 
tres años antes. El artículo 1 de la Carta de la OEA establece que: 
“Dentro de las Naciones Unidas, la Organización de los Estados 
Americanos constituye un organismo regional”, de conformidad 
con las estipulaciones del Capítulo VIII (Acuerdos Regionales) de 
la Carta de las Naciones Unidas. Como tal, la OEA ha participado 
en actividades relacionadas con la paz y la seguridad de la región, 
especialmente y más recientemente en varios momentos de la 
historia de Haití, cuando las dos organizaciones emprendieron 
misiones conjuntas.  
La Carta de 1948 ha sido modificada mediante Protocolos de 
Reformas en cuatro oportunidades: Buenos Aires, en 1967; 
Cartagena de Indias, en 1985; Washington, en 1992, y Managua, 
en 1993.  
Si bien no están previstas en la Carta, desde 1994 se han 
celebrado Cumbres de Jefes de Estado y de Gobierno de las 
Américas, que constituyen foros políticamente importantes en los 
que se emiten decisiones y recomendaciones, generalmente en 
forma de una Declaración y Plan de Acción, respecto de los 
objetivos que deben cumplir las organizaciones del sistema 
interamericano, especialmente la OEA.  
La OEA también se desempeña como secretaría de varias 
reuniones ministeriales, en particular de las reuniones de Ministros 










8.5.2. ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. 
 
Es ineluctable antes de circunscribirnos en el núcleo de la restricción de los 
derechos fundamentales de los internos del Establecimiento Penitenciario de 
Alta y Mediana Seguridad de La Dorada, Caldas, traer a colación el tema 
referente a la Organización de los Estados Americanos, pilar cardinal en la 
salvaguarda de la paz y la justicia de los Estados miembros. 
 
Para alcanzar tal propósito, debemos acudir a los párrafos delineados por la 
Organización de los Estados Unidos, en su página web, donde nos ilustran 
en lo concerniente a su estructura, y los órganos por medio de los cuales 
comete sus fines. 
 
• “ASAMBLEA GENERAL: La Asamblea General es el órgano supremo de la 
Organización de los Estados Americanos y está compuesta por las 
delegaciones de todos los Estados Miembros, quienes tienen derecho a 
hacerse representar y a emitir su voto. La definición de los mecanismos, 
políticas, acciones y mandatos de la Organización tienen su origen en la 
Asamblea General. Sus atribuciones se encuentran definidas en el Capítulo 
IX de la Carta que señala, en su artículo 57, que la Asamblea se reunirá 
anualmente en la época que determine el reglamento y en la sede 
seleccionada conforme al principio de rotación. En circunstancias especiales 
y con la aprobación de los dos tercios de los Estados Miembros, el Consejo 
Permanente puede convocar a un período extraordinario de sesiones de la 
Asamblea General. Todos los Estados Miembros tienen derecho a hacerse 
representar en ella y a emitir un voto cada uno.23   
• REUNIONES DE CONSULTA DE MINISTERIOS DE RELACIONES 
EXTERIORES: La Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores se celebra con el fin de considerar problemas de carácter urgente 
y de interés común para los Estados americanos, y para servir de Órgano de 
Consulta.  Cualquier Estado Miembro puede pedir que se convoque la 
Reunión de Consulta. La solicitud debe dirigirse al Consejo Permanente de 
la Organización, el cual decide por mayoría absoluta de votos si es 
procedente la Reunión.  Cuando uno o más Estados Miembros que hayan 
ratificado el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) solicitan 
la convocación de la Reunión de Consulta de acuerdo con el artículo 13 de 
 
23 Capítulo IX Artículo 57 de la CADH. 
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dicho Tratado, el Consejo Permanente, por mayoría absoluta de los Estados 
que hayan ratificado el TIAR, decide si la reunión es procedente.  
El temario y reglamento de la Reunión de Consulta son preparados por el 
Consejo Permanente de la Organización y sometidos a la consideración de 
los Estados Miembros. La actuación del Consejo Permanente como Órgano 
de Consulta se rige por lo dispuesto en el TIAR.  
Si excepcionalmente el Ministro de Relaciones Exteriores de cualquier país 
no pudiere concurrir a la Reunión, se hará representar por un Delegado 
Especial.  En caso de ataque armado al territorio de un Estado americano o 
dentro de la región de seguridad que delimita el tratado vigente, el 
Presidente del Consejo Permanente reunirá al Consejo sin demora para 
determinar la convocatoria de la Reunión de Consulta, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) por 
lo que atañe a los Estados Parte en dicho instrumento.  El Secretario 
General Adjunto actúa como Secretario de la Reunión de Consulta de 
Ministros de Relaciones Exteriores cuando así lo disponga el Reglamento de 
la Reunión.  
• CONSEJOS: El Consejo Permanente de la Organización y el Consejo 
Interamericano para el Desarrollo Integral, dependen directamente de la 
Asamblea General y tienen la competencia que a cada uno de ellos asignan 
la Carta y otros instrumentos interamericanos, así como las funciones que 
les encomienden la Asamblea General y la Reunión de Consulta de Ministros 
de Relaciones Exteriores.  
Consejo Permanente 
El Consejo Permanente de la Organización depende directamente de la 
Asamblea General y tiene la competencia que le asignan la Carta y otros 
instrumentos interamericanos, así como las funciones que le encomiende la 
Asamblea General y la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores.  
Vela por el mantenimiento de las relaciones de amistad entre los Estados 
Miembros y, con tal fin, ayuda de una manera efectiva en la solución pacífica 
de sus controversias. Ejecuta aquellas decisiones de la Asamblea General o 
de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores cuyo 
cumplimiento no hayan sido encomendados a ninguna otra entidad. Vela por 
la observancia de las normas que regulan el funcionamiento de la Secretaría 
General, y cuando la Asamblea General no estuviere reunida, adopta las 
disposiciones de índole reglamentaria que habiliten a la Secretaría General 
para cumplir sus funciones administrativas. Actúa como Comisión 
Preparatoria. Prepara, a petición de los Estados Miembros, proyectos de 
acuerdo para promover y facilitar la colaboración entre la OEA y la ONU y 
otros organismos americanos. Formula recomendaciones a la Asamblea 
General sobre el funcionamiento de la Organización y la coordinación de sus 
órganos subsidiarios, organismos y comisiones. Considera los informes de 
los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y presenta a 
la Asamblea General las observaciones y recomendaciones que estime del 
caso.  
Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) 
El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) es un órgano de 
la Organización que depende directamente de la Asamblea General, con 
capacidad decisoria en materia de cooperación solidaria para el desarrollo 
integral, que se estableció con la entrada en vigencia del Protocolo de 
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Managua el 29 de enero de 1996 (Capítulo XIII). Cuenta con los siguientes 
órganos dependientes: la Comisión Ejecutiva Permanente (CEPCIDI), la 
Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), las 
Comisiones Especializadas No Permanentes (CENPES) y las Comisiones 
Interamericanas.  
• COMITÉ JURIDICO INTERAMERICANO: El Comité Jurídico Interamericano 
es uno de los órganos por medio de los cuales la OEA realiza sus fines (Art. 
53 de la Carta). El Capítulo XIV de la Carta define su composición, 
atribuciones y funciones de la siguiente forma: sirve de cuerpo consultivo de 
la Organización en asuntos jurídicos; promueve el desarrollo progresivo y la 
codificación del derecho internacional; y estudia los problemas jurídicos 
referentes a la integración de los países para el desarrollo del Hemisferio. 
• COMSION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS: La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) fue creada por resolución de 
la Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores en 
Santiago de Chile en 1959. La CIDH fue formalmente establecida en 1960, 
cuando el Consejo de la Organización aprobó su Estatuto. Su Reglamento, 
sancionado en 1980, ha sido modificado en varias oportunidades, la última 
de ellas en 2006.  
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es uno de los dos 
órganos del Sistema Interamericano responsables de la promoción y 
protección de los derechos humanos. Está integrada por siete miembros, 
elegidos por la Asamblea General, quienes ejercen sus funciones con 
carácter individual por un período de cuatro años, reelegibles por una sola 
vez. 
• SECRETARIA GENERAL: La Secretaría General es el órgano central y 
permanente de la Organización de los Estados Americanos. Ejercerá las 
funciones que le atribuyan la Carta, otros tratados y acuerdos 
interamericanos y la Asamblea General, y cumplirá los encargos que le 
encomienden la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de 
Relaciones Exteriores y los consejos.  
La Secretaría General desempeña además las siguientes funciones: 
A) Transmitir ex officio a los Estados miembros la convocatoria de la 
Asamblea General, de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores, del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral y de las 
Conferencias Especializadas;  
B) Asesorar a los otros órganos, según corresponda, en la preparación de 
los temarios y reglamentos;  
C) Preparar el proyecto de programa-presupuesto de la Organización, sobre 
la base de los programas adoptados por los consejos, organismos y 
entidades cuyos gastos deban ser incluidos en el programa-presupuesto y, 
previa consulta con esos consejos o sus comisiones permanentes, someterlo 
a la Comisión Preparatoria de la Asamblea General y después a la Asamblea 
misma;  
D) Proporcionar a la Asamblea General y a los demás órganos servicios 
permanentes y adecuados de secretaría y cumplir sus mandatos y encargos. 
Dentro de sus posibilidades, atender a las otras reuniones de la 
Organización;  
E) Custodiar los documentos y archivos de las Conferencias 
Interamericanas, de la Asamblea General, de las Reuniones de Consulta de 
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Ministros de Relaciones Exteriores, de los consejos y de las Conferencias 
Especializadas;  
F) Servir de depositaria de los tratados y acuerdos interamericanos, así 
como de los instrumentos de ratificación de los mismos;  
G) Presentar a la Asamblea General, en cada período ordinario de sesiones, 
un informe anual sobre las actividades y el estado financiero de la 
Organización, y  
H) Establecer relaciones de cooperación, de acuerdo con lo que resuelva la 
Asamblea General o los consejos, con los Organismos Especializados y 
otros organismos nacionales e internacionales.  
• CONFERENCIAS ESPECIALIZADAS: Las Conferencias Especializadas son 
reuniones intergubernamentales para tratar asuntos técnicos especiales o 
para desarrollar determinados aspectos de la cooperación interamericana, y 
se celebran cuando lo resuelva la Asamblea General o la Reunión de 
Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, por iniciativa propia o a 
instancia de alguno de los consejos u Organismos Especializados. 
• ORGANISMOS ESPECIALIZADOS: El Capítulo XVIII de la Carta de la OEA 
define los Organismos Especializados como organismos gubernamentales 
establecidos por acuerdos multilaterales, con determinadas funciones en 
materias técnicas de interés común para los Estados americanos. Disfrutan 
de amplia autonomía técnica, dentro del marco de las recomendaciones de 
la Asamblea General y de los Consejos. 
A) Organización Panamericana de Salud 
La organización Panamericana de la Salud (OPS), creada en 1902 por la 
Segunda Conferencia de los Estados Americanos, es el Organismo 
Regional especializado en salud del Sistema Interamericano, así como la 
Oficina Regional para las Américas de la Organización Mundial de la 
Salud (AMOR/OMS). Su misión es “Liderar esfuerzos colaborativos entre 
los Estados miembros y otros aliados, para promover la equidad en 
salud, combatir la enfermedad, mejorar la calidad y prolongar la duración 
de la vida de los pueblos de las Américas. 
B) Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes 
El Instituto es un organismo especializado que contribuye a articular las 
políticas públicas sobre niñez en las Américas, a promover la relación del 
Estado con la sociedad civil y al desarrollo de una consciencia crítica 
frente a los problemas que afectan a la niñez y a la adolescencia en la 
región. 
C) Comisión Interamericana de Mujeres 
Creada por la Sexta Conferencia Internacional Americana (La Habana, 
1928), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) es un organismo 
consultivo de la OEA y el principal foro generador de políticas 
hemisféricas para la promoción de los derechos de la mujer y la igualdad 
y equidad de género. Su objetivo es fomentar la integración de la 
perspectiva de género en los proyectos, programas y políticas de la 
Organización e impulsar a los Gobiernos a que desarrollen políticas 
públicas y programas con perspectiva de género a fin de que hombres y 
mujeres tengan igualdad de oportunidades en todos los ámbitos de la 
sociedad. 
D) Instituto Panamericano de Geografía e Historia 
Creado por la sexta Conferencia Internacional Americana (La Habana, 
1928), el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH) ofrece 
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cooperación técnica, capacitación en centros de investigación, difusión 
de publicaciones y organización de reuniones técnicas en los campos de 
cartografía, geografía, historia y geofísica. 
Con el apoyo del sistema de secciones nacionales y con el concurso de 
la comunidad científica afín en la región panamericana, el IPGH 
responde a la creciente demanda de la comunidad científica internacional 
en su tarea de interpretación del territorio, a partir del análisis geográfico 
e histórico y de una visión auténticamente continental. Asimismo, 
desarrolla mecanismos de comunicaciones efectivas y oportunas entre 
los especialistas, con base en parámetros específicos. 
E) Instituto Indigenista Interamericano 
El Instituto Indigenista Interamericano fue creado en 1940 mediante la 
Convención Internacional de Pátzcuaro y tiene como objetivos 
fundamentales colaborar en la coordinación de las políticas indigenistas 
de los Estados miembros y promover trabajos de investigación y 
capacitación de personas dedicadas al desarrollo de las comunidades 
indígenas. 
F) Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura 
Fundado en 1942, el Instituto Interamericano de Cooperación para la 
Agricultura (IICA) es el organismo del Sistema Interamericano 
especializado en el sector agropecuario y los territorios rurales. Estimula, 
promueve y apoya los esfuerzos de sus Estados Miembros para lograr el 
desarrollo sostenible de la agricultura y la prosperidad de las 
comunidades rurales. 
 
• OTRAS ENTIDADES, ORGANISMOS Y DEPENDENCIAS AUTONOMAS Y 
DESCENTRALIZADAS: La Carta de la Organización de los Estados 
Americanos estipula que, según se estime necesario, se pueden establecer 
dentro de la estructura de la OEA otros órganos, organismos y entidades. 
Los organismos especializados son organismos intergubernamentales 
establecidos por acuerdos multilaterales que tienen determinadas funciones 
en materias técnicas de interés común para los Estados americanos.  
Comité Interamericano para la Reducción de Desastres Naturales 
Centro de Estudios de Justicia de las Américas 
Tribunal Administrativo  
Fundación Panamericana para el Desarrollo 
Junta de Auditores Externos 
Junta Interamericana de Defensa 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Oficina del Inspector General 
Comisión de Selección de Becas para Estudios Académicos y Técnicos 
Comisión Interamericana de Telecomunicaciones 
Comisión Interamericana de Puertos 
Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas 
Comité Interamericano contra el Terrorismo”24 
 
De lo anterior se colige sin hesitación alguna, que la Organización de 
Estados Americanos, funda su estructura en una serie de cuerpos 
 
24 http://www.oas.org/es/  
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colegiados, que le permiten intuir acertadamente la toma de decisiones que 
conciernen a los países miembros y que se dirige exclusivamente a propiciar 
la paz, la equidad y la justicia entre los infrascritos. 
 
Al estar compuesta el órgano máximo, esto es, la Asamblea General, por las 
delegaciones de todos los Estados Miembros, genera un bienestar general 
de equidad, toda vez que las votaciones que se ejecuten en la respectiva 
toma de decisiones, se caracterizan por la apremiante intervención 
democrática, donde el voto de cada país miembro tiene igual importancia al 
de sus congéneres. 
 
Ulteriormente como hecho a destacar, la OEA también se conforma, por 
otras entidades, organismos y dependencias autónomas y descentralizadas, 
que coadyuvan en el deber diario que se consuma en el interior de dicha 
Organización, subsanando las dificultades que se presenten con desastres 
naturales, drogas, terrorismo, entre otros, pero así mismo fomentando la 
participación académica, con becas, y promulgando las salvaguarda de los 
derechos humanos, con la Corte Interamericana de derechos humanos.   
 
 
8.5.3. DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA 




• DERECHO A LA LIBERTAD:  
 
“Todo ser humano tiene derecho (…) a la libertad…”25 
 
“Artículo 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su 
persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio 
registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial 
 
25 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 
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competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido 
en la ley. 
La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez 
competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte 
la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. En ningún 
caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas 
de seguridad imprescriptibles.”26 
 
 
Este derecho se cimenta sobre la imperiosa necesidad de abolir la execrable 
practica de la esclavitud reinante a lo largo de la historia, en la libre 
capacidad del ser humano de ejercitar actos propios, de su capacidad de 
disponer de su libre voluntad con su congéneres o disimiles. Las luchas para 
el reconocimiento de la libertad individual se registran a partir de la Carta 
Magna del 15 de junio de 1215, no obstante, fue definido por la ilustración, 
fuente reinante de la revolución Francesa, y es, en dicha Declaración 
Francesa de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 cuando 
inicialmente se plantea el derecho a la libertad, como derecho a todos los 
hombres.27 
 
Sin lugar a dudas, por el entramado de su posición de derecho humano y 
fundamental, la libertad, se ha convertido en la piedra angular del Estado, en 
la reclusión de hombres libres, empero, deudores con la justicia, por la 
comisión de una afrenta delictiva. 
 
Es decir, la reclusión de los sindicados o penados, es objeto de constantes y 
airadas críticas por los fanáticos de la libertad, que coligen, quizás 
infundadamente, que es contranatural restringir la libertad de un ser humano, 
toda vez que se violenta sus prerrogativas fundamentales, y más aún, su 
esencia natural. Tal cuestionamiento, no será propicio dirimirlo en esta 
instancia, donde el estudio se dirige hacia otro horizonte, menos fangoso, 
 
26 Constitución Política de Colombia de 1991. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena Edición, 
Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.   
27 El Sistema Penitenciario, Estudio sobre Normas y Derechos relacionados con la Privación de la 
Libertad, Posada Segura Juan David, Librería Jurídica COMLIBROS, 2009. Pag. 37. 
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restara prorrumpir en cambio que, la libertad personal sin precedentes, 
restringe y cercena la libertad del colectivo. 
 
Pues bien, para no alejarnos del temario propuesto, resulta conveniente en 
cuanto a la libertad del interno se refiere, perpetrar la siguiente aclaración, 
esto es, el derecho a la libertad que se restringe en la medida de 
aseguramiento procesal o como ejecución de pena privativa de la libertad, es 
la libertad de abandono, como quiera que el límite a  la movilidad recae en la 
imposibilidad de abandonar el Establecimiento Penitenciario, contrario a la 
reclusión celular, de aislamiento o reclusión en calabozo, que impide la 
libertad de locomoción a las personas allí recluidas.28 
 
 
8.5.3.1. GARANTÍAS DE TIPO PROCESAL 
 
 
Sin lugar a equívocos la categoría de Derecho Humano que recae sobre la 
libertad, después de la promulgación de la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre, exige que se le propicien ciertas garantías 
que permitan su no transgresión por parte de la normatividad procesal penal 
e indistintamente penitenciaria. Por ello, tales cauciones jurídicas fueron 
expresamente consagradas en el artículo 8 de Convención Americana de los 
Derechos del Hombre así: 
 
28 “Tal como se indicó en su momento en el capítulo primero de la parte I de este 
trabajo, existen diferencias entre la libertad de abandono y la libertad de locomoción, 
ya que la privación de la libertad que se ve restringida en virtud de las decisiones 
judiciales es la de abandono, en tanto ellas someten a las personas detenidas o 
condenadas a la imposibilidad de desplazarse dentro del o los sectores, pabellones o 
patios que le sean asignados para su reclusión, como si termina sucediendo con la 
reclusión celular, de asilamiento o reclusión en calabozo que por razones de espacio 
físico termina por impedir la libertad de locomoción a las personas allí recluidas” El 
Sistema Penitenciario, Estudio sobre Normas y Derechos relacionados con la 
Privación de la Libertad, Posada Segura Juan David, Librería Jurídica COMLIBROS, 
2009, Pag. 123. 
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“(…) Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: 
 
a. Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
interprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b. Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c. Concesión al inculpado del tiempo, y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa; 
d. Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un 
defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor; 
e. Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por 
la ley; 
f. Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que 
puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g. Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, 
y 
h. Derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior. 
 
La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza. 
El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo 
juicio por los mismos hechos. 
El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario preservar los 
intereses de la justicia (…)”29  
 
Equivalentemente se dispuso en la Declaración Americana de Derechos, 
normas concordantes que fungen como garantías para hacer valer el 
derecho a la libertad, a saber: 
 
• Derecho a ser oído por un tribunal. 
• Presunción de inocencia. 
• Derecho de Defensa con plenas garantías. 
 
 
Por su parte, la legislación de nuestro país, también ampara los derechos 
que le asisten al capturado, y en la ley 906 de 2004 dedicó un artículo 
especial para su protección: 
 
“ARTÍCULO 303. DERECHOS DEL CAPTURADO. Al capturado se 
le informará de manera inmediata lo siguiente: 
 
29 Artículos 8.2,8.3,8.4 y 8.5 CADH 
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1. Del hecho que se le atribuye y motivó su captura y el funcionario 
que la ordenó. 
2. Del derecho a indicar la persona a quien se deba comunicar su 
aprehensión. El funcionario responsable del capturado 
inmediatamente procederá a comunicar sobre la retención a la 
persona que este indique. 
3. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Del 
derecho que tiene a guardar silencio, que las manifestaciones que 
haga podrán ser usadas en su contra y que no está obligado a 
declarar en contra de su cónyuge, compañero permanente o 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o 
segundo de afinidad. 
4. Del derecho que tiene a designar y a entrevistarse con un 
abogado de confianza en el menor tiempo posible. De no poder 
hacerlo, el sistema nacional de defensoría pública proveerá su 
defensa.”30 
  
Indistintamente la Guardiana de la Constitución Política, respecto al tema se 
ha pronunciado y ha argumentado lo siguiente: 
 
 “(...) En reiterada jurisprudencia esta Corporación se ha 
pronunciado respecto de la situación de subordinación y 
sometimiento a un régimen jurídico especial, que afrontan las 
personas privadas de la libertad frente al Estado[4]. Dichas 
limitaciones disciplinarias y administrativas están encaminadas a 
lograr la resocialización de los reclusos. 
Al respecto, la Corte Constitucional, en Sentencia T-1275 de 6 de 
diciembre de 2005[5], señaló que: “la pena privativa de la libertad 
implica una drástica limitación de los derechos fundamentales de 
los reclusos”, no obstante, los Establecimientos Penitenciarios y 
Carcelarios deben proceder dentro de los términos estrictamente 
necesarios para lograr los fines de la pena, de tal manera que 
cualquier limitación adicional ha de ser tenida como “un exceso y, 
por lo tanto, como una violación de los derechos de los internos. 
La órbita de los derechos del preso cuya limitación resulta 
innecesaria, es tan digna de respeto y su protección constitucional 
es tan fuerte y efectiva como la de cualquier persona no sometida 
a las condiciones carcelarias”[6]. 
Siguiendo esta línea interpretativa, esta Corporación ha 
determinado que los derechos fundamentales de los reclusos 
pueden clasificarse en tres grupos[7]: (i) los derechos intocables, 
aquellos que son inherentes a la naturaleza humana y no pueden 
suspenderse ni limitarse por el hecho de que su titular se 
encuentre recluido. En este grupo se encuentran los derechos a la 
vida, la dignidad humana, la integridad personal, la igualdad, 
 
30 Ley 906 de 2004, artículo 303. Código de Procedimiento Penal Colombiano.  
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libertad religiosa, debido proceso y petición, (ii) los derechos 
suspendidos, son consecuencia lógica y directa de la pena 
impuesta, tales como: la libertad personal, la libre locomoción 
entre otros, (iii) los derechos restringidos, son el resultado de la 
relación de sujeción del interno para con el Estado, dentro de éstos 
encontramos los derechos al trabajo, a la educación, a la intimidad 
personal y familiar, de reunión, de asociación, libre desarrollo de la 
personalidad, libertad de expresión.  
En consecuencia, la relación de especial sujeción que existe entre 
las personas que se encuentran privadas de la libertad y el Estado, 
no es otra cosa que “una relación jurídica donde el predominio de 
una parte sobre la otra no impide la existencia de derechos y 
deberes para ambas partes”31 
 
Ahora bien, para garantizar el pleno goce del derecho a la libertad, la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, consagró 
una serie de prohibiciones, que ciertamente efectivizan el amparo de este 
cardinal derecho, estas son: 
• Prohibición de esclavitud y Servidumbre. “Nadie puede ser sometido a 
esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la 
trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas”32  
• Prohibición de detención o encarcelamientos arbitrarios. “Nadie puede 
ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 
establecidas por leyes preexistentes”33 
“Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento 
arbitrario”34 
• Prohibición de trabajos forzosos. “Nadie debe ser constreñido a 
ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio (…)”35 
 
De idéntica manera se señala en nuestra Constitución Política, una serie de 
restricciones que impiden la violación de la libertad. 
 
 
31 Sentencia de tutela  T-213 de 2011. Magistrado Ponente, GABRIEL EDUARDO MENDOZA 
MARTELO. 
32 Artículo 6.1 CADH. 
33 Artículo 25 DADDH. 
34 Artículo 7.3 CADH. 
35 Artículos 6.2 y 6.3 CADH. 
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“Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en 
todas su formas”36   
 
“Se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación.  
No obstante, por sentencia judicial se declarará extinguido el dominio sobre 
los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del tesoro 
público o con grave deterioro de la moral social”37 
 
8.6. OTROS DERECHOS DE LA LIBERTAD EN LA DECLARACION  
 
Al ser el derecho a la libertad, de amplia connotación, implicó que en la 
Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre, se consagraran otro tipo 
de libertades diversas a la libertad de locomoción, que de nuevo permiten 
asentar que la libertad, es pilar cardinal en cualquier tipo de sociedad 
evolucionada, y que la transgresión de la misma, conlleva a una serie de 
calamitosos sucesos contra el progreso incito del ser. 
“Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una 
creencia religiosa y de manifestarla y practicarla en público y en 
privado”3839  
“Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de 
religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o 
sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la 
libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, 
individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 
 
36 Artículo 17 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.   
 
37 37 Artículo 34 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.   
 
38 Artículo III DADDH. 
 
39 “Este derecho a la lado del libertad de pensamiento y de conciencia fue consagrado en el artículo 18 
de la Declaración Universal. Si bien es cierto que la Declaración Americana no establece expresamente 
una jerarquía entre los derechos que consagra, no debe perderse de vista que el hecho de consagrar un 
derecho en los primeros artículos evidencia un especial interés de exaltar el valor que el respectivo 
derecho recoge o salvaguarda normativamente, de lo puede concluirse que fue mayor el interés por 
este derecho humano en comparación con otros en la OEA que en la ONU. El Sistema Penitenciario, 
Estudio sobre Normas y Derechos relacionados con la Privación de la Libertad, Posada Segura Juan 
David, Librería Jurídica COMLIBROS, 2009, Pag. 130. 
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Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan 
menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o 
de cambiar de religión o de creencias”40 
“Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de 
opinión y de expresión y de difusión del pensamiento por cualquier 
medio”41 
“Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y 
difundir informaciones e ideas de esta índole, sin consideración de 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o 
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede 
estar sujeto a previa censura sino a las responsabilidades 
ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y 
ser necesarias para asegurar: 
a) El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la 
salud o la moral públicas. 
 
No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 
indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares 
de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de 
enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 
cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación 
y la circulación de ideas y opiniones”.42   
 
“Derecho a la libertad de reunión y asociación pacífica”4344 
 
Al ser nuestro país uno de los miembros de la OEA, no podría pasar por alto 
las disposiciones que gobiernan la libertad, y en la Carta Política de 1991 
dedica una serie de artículos para ensanchar la libertad de locomoción, de la 
cual se subdividen las demás disposiciones de libertad. Estos son los 
artículos que componen el entramado de la libertad, en la Carta Superior. 
 
40 Artículos 12.1 y 12.32 CADH. 
41 Artículo IV DADDH 
42 Artículos 13.1,13.2 y 13.3 CADH 
43 Artículos XXI, XXII DADDH y Artículos 15, 16.1 y 16.2 CADH 
44 Este derecho encuentra su contenido en materia penitenciaria en el derecho que tienen las 
personas privadas de la libertad a reunirse o asociarse para la realización de actividades con fines 
religiosos, deportivos, culturales, laborales, etc; en tanto justamente estas actividades fortalecen la 
resocialización, como objetivo legal perseguido con la pena. Obviamente tendrán aplicación las 
restricciones que la misma normatividad internacional consagra para todas las personas en general y 
las mencionadas en el apartado anterior referido a la libertad de expresión, para el caso concreto de 
las personas privadas de la libertad.  
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“Art. 18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será 
molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido 
a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia.”454647     
“Art. 19. Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene 
derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma 
individual o colectiva. 
Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres 
ante la ley.”484950 
“Art. 20. Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y 
difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir 
información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de 
comunicación.  
Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el 
derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá 
censura.”515253  
“Art. 26. Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley 
podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades competentes 
inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las 
ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica 
 
45 Artículo 18 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.   
 
46 Concordancia Ley 586 de 2000. 
 
47 Corte Constitucional Sentencias T-409/92, T-421/92, T224/93, T-547/93, C-456/93, C-133/94, C-
350/94, C-511/94, T-65/94, T-65/84,T-602/96,T393/97, C-616/97, SU-510/98, T588/98. 
 
48 Artículo 19 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.   
 
49 Concordancia Ley 25 de 1992; Ley 48 de 1993, Art. 28, Literal A); Ley 115 de 1994, Art. 23 Par, 
Art. 24, 30 Literal G), Art. 104 Literal B, Ley 133 de 1994, Ley 146 de 1994, Art. 12, Ley 171/1994 
Art. 9, Ley 199 de 1995 Art. 5, Ley 210 de 1995 Art. 2 Modf. Art. 30, Ley 319 de 1996 Art. 3, ley 537 
de 199 Art. 1, Ley 599 de 200 Art. 156.  
 
50 Corte Constitucional Sentencias T-403/92, T-421/92, C-27/93, C-456/93, C-88/94, T-162/94, C-
350/94, T-411/94, T-465/94, C-555/94, T-3/95, T-200/95, T-454/95, t-609/95, t-474/96, T-602/96, T-
713/96, C-616/97, T-263/98, T-462/98, C-478/99 
 
51 Artículo 20 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.   
 
52 Concordancia, Ley 133 de 1994; Art. 14, literal d, Ley 146 de 1994; Art. 13, Ley 182 de 1995; Art. 
2, literal b); Art. 29 Ley 586 de 2000 , Ley 1266 de 2008, Ley 1341 de 2009,  Ley 1482 de 2011,  Ley 
1493 de 2011, Ley 1504 de 2012; Art. 14 Ley 1507 de 2012  
 
53 Corte Constitucional Sentencias T-403/92, T-512/92, T-603/92, T-609/92, T-611/92, C-33/93, T-
48/93, T-50/93, T-80/93, T-110/93, C169/93, T-213/93, C-214/93, T-303/93, T-321/93, T-332/93, T-
369/93, T-263/98, C-299/98, T-368/98, entre otras. 
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son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo 
social.  
Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en 
colegios. La estructura interna y el funcionamiento de éstos 
deberán ser democráticos. La ley podrá asignarles funciones 
públicas y establecer los debidos controles.”545556  
“Art. 27. El Estado garantiza las libertades de enseñanza, 
aprendizaje, investigación y cátedra.”575859 
 
 
8.7. DERECHO A LA VIDA 
 
“Todo ser humano tiene derecho a la vida…”6061 
 
54 Artículo 26 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.  
 
55 Concordancia, Constitución Política; Art. 123, Ley 22 de 1984, Ley 43 de 1990; Art. 20 Num. 1o. 
Ley 36 de 1993 Ley 38 de 1993 Ley 64 de 1993 Ley 72 de 1993; Art. 2  Ley 78 de 1993  Ley 94 de 
1993 Ley 157 de 1994  Ley 211 de 1995  Ley 212 de 1995 Ley 228 de 1995; Art. 4Ley 266 de 1996 
Ley 270 de 1996; Art. 122 Ley 365 de 1997; Art. 4 Ley 372 de 1997 Ley 376 de1997 Ley 385 de 1997 
Ley 392 de 1997 Ley 398 de 1997 Ley 421 de 1998 Ley 429 de 1998 Ley 435 de 1998 Ley 446 de 
1998; Art. 153; Art. 154; Art. 155; Art. 156 Ley 485 de 1998 Ley 511 de 1999 Ley 528 de 1999 Ley 
552 de 1999 Ley 576 de 2000 Ley 583 de 2000 Ley 588 de 2000 Ley 605 de 2000 Ley 650 de 2001 
Ley 657 de 2001 Ley 784 de 2002 Ley 841 de 2003 Ley 842 de 2003 Ley 878 de 2004 Ley 911 de 
2004 Ley 949 de 2005 Ley 1006 de 2006 Ley 1016 de 2006 Ley 1090 de 2006 Ley 1123 de 2007 Ley 
1124 de 2007 Ley 1164 de 2007 Ley 1193 de 2008 Ley 1240 de 2008 Ley 1249 de 2008 Ley 1264 de 
2008 Ley 1284 de 2009Ley 1297 de 2009 Ley 1310 de 2009 Ley 1322 de 2009 Ley 1325 de 2009 Ley 
1409 de 2010 Ley 1445 de 2011  
 
56 Corte Constitucional Sentencias T-14/92, T224//92, T-407/92, T-408/92, T-475/92, C-606/92, T-
610/92, T-704/96, C-34/97, C-50/97, C-588/97, C-660/97, C-251/98, C-338/98, T-386/98, C-31/99 
57 Artículo 27 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.  
 
58 Concordancia Constitución Política; Art. 71 Ley 70 de 1993; Art. 36  Ley 198 de 1995  
 
59 Corte Constitucional Sentencias T-402/92, T-421/92, T-440/92, T-493/92, T-532/92, T-172/93, T-
186/93, T-187/93, T-219/93, T-92/94, T-314/94, T-429/94, T-95/95, T-433/97, T-257/95, T-433/97, T-
174/98, T-588/98. 
 
60 Artículo I DADDH. 
 
61 “Este Derecho fue consagrado exactamente igual en la Declaración Universal, pero no en el primer 
artículo sino en el tercero después de haber exaltado los derechos de libertad e igualdad” El Sistema 
Penitenciario, Estudio sobre Normas y Derechos relacionados con la Privación de la Libertad, Posada 
Segura Juan David, Librería Jurídica COMLIBROS, 2009, Pag. 133.  
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“Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho 
estará protegido por la ley.”62 
 
“Art 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de 
muerte.”6364  
 
Respecto a este derecho debe decirse en primer lugar, que es el derecho 
primordial de los demás derechos del hombre, como quiera que sin vida, no  
tuviera sentido referirse a las demás prerrogativas inherentes al ser humano. 
Ahora bien, por la amplitud de su contexto desecharemos ahondar en su 
contenido y dedicarnos exclusivamente en lo que tiene que ver con el 
derecho que le asiste a la población reclusa del país. 
 
Pues bien, este derecho fundamental cobra vital importancia en los derechos 
que le asiste a los sindicados y condenados del país, toda vez que garantiza 
que sobre los mismos no recaiga pena contraria. Aunadamente a que, a 
través de la Administración Penitenciaria, esto es, el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario –INPEC-, implemente las medidas necesarias para 
que ciertamente el derecho a la vida no sea transgredido. 
 
Es decir, la protección fundamental que recae sobre el derecho a la vida, va 
más allá, de la prohibición de la pena capital, sino que, durante la reclusión 
del individuo que violentó la ley penal, se garantice la efectivización de su 
derecho innato, de lo contrario, y de derivarse una omisión del personal que 
tiene a cargo la custodia del privado de la libertad, se impondrán las 
sanciones legales respectivas, más aún, porque el contenido del derecho 
 
62 Artículo 4.1 CADH.  
63 Artículo 11 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER.  
64 Corte Constitucional Sentencias T-177/99, T-208/99, T-212/99, T-231/99, T-459/99, T-444/99 
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fundamental a la vida, tiene su origen en la Constitución Política y en los 
tratados internacionales debidamente aprobados por nuestro país.   
Sobre el tema se refiere el Doctor Juan David Posada Segura, de la siguiente 
manera:  
“(…) Además la administración penitenciaria adquiere frente a la 
vida de las personas privadas de la libertad una especial “posición 
de garante” según la cual debe implementarse todas las medidas 
que resulten necesarias para salvaguardar la vida de los reclusos y 
reclusas cuando ésta se ve amenazada por razones de salud o 
seguridad, ya que una probada omisión en estos casos ha de 
generar responsabilidad por parte de la administración 
penitenciaria. Así en virtud de la consagración de este derecho 
humano y de la relación especial de sujeción en la que se 
encuentran privadas de la libertad, las autoridades administrativas 
penitenciarias deberán responder, no solo obviamente en el caso 
de probadas omisiones de atención médica o de situaciones 
especiales de seguridad que desemboquen en vulneraciones o 
graves puestas en peligro del derecho a la vida”65  
 
Siguiendo la línea referida supra, en insistidas ocasiones, la Honorable Corte 
Constitucional ha precisado que el hecho de que una persona se encuentre 
privada del derecho a la libertad, no exonera al Estado de garantizar el 
ejercicio de sus demás derechos.  
 
Al respecto, la Jurisprudencia Constitucional ha establecido que, 
independientemente de si la persona privada de la libertad lo ha sido por 
detención preventiva o como consecuencia de la imposición de una pena, 
tiene como derechos inalienables los de la vida, la salud y la integridad física, 
por los cuales debe velar el Estado, desde su ingreso hasta el momento de 
su salida. 
 
La Corte, en sentencia de vieja data C-583 de 1998 se refirió al cumplimiento 
de tal obligación en los siguientes términos:  
 
65 El Sistema Penitenciario, Estudio sobre Normas y Derechos relacionados con la Privación de la 
Libertad, Posada Segura Juan David, Librería Jurídica COMLIBROS, 2009, Pag. 134.  
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“Para cumplir con su obligación adecuadamente, las directivas de 
los centros carcelarios deben adoptar todas las medidas y 
establecer las disposiciones internas indispensables con miras a 
garantizar a los reclusos que sus dolencias serán atendidas de 
manera oportuna y adecuada, según las características que 
presenten. 
Es necesario que no solamente se tenga la certidumbre de 
exámenes regulares y generales de control y de los indispensables 
chequeos médicos cuando cada interno lo requiera sino asegurar 
que las prescripciones y órdenes que impartan en materia de 
medicinas, tratamientos, exámenes especializados y terapias 
tengan lugar en efecto. 
Existe, pues, un derecho de todo interno a la prevención, 
conservación y recuperación de su salud y, por tanto, si se tiene en 
cuenta que la población carcelaria está compuesta en su gran 
mayoría por personas de escasos o ningún recurso económico, 
por lo cual constituyen un grupo humano manifiestamente débil y 
marginado, los gastos que tales cuidados generen son de cargo 
del Estado (art. 13 C.P.)”. 
 
Así pues constituye una obligación para las autoridades penitenciarias y 
carcelarias garantizar el acceso a los servicios médicos que llegaren a 
necesitar las personas privadas de la libertad que se encuentran bajo su 
vigilancia y control.  
 
De igual forma, la Corte ha precisado que para ser atendido o tener acceso a 
tales servicios, no se demanda que el interno acredite que la afectación de su 
salud compromete su vida. En efecto, se ha sostenido que parte del conjunto 
de prestaciones médicas que deben asumir las autoridades referidas, lo 
constituyen también las evaluaciones o pruebas que permitan establecer o 
descartar, a ciencia cierta, si la persona presenta alguna afección o 
irregularidad en su estructura corporal o funcional, sin que sea necesario que 
“el individuo muestre síntomas tan graves como para temer que su vida corre 
peligro”.  
 
En ese orden de ideas, se advierte el derecho a la salud y a la vida no 
incluye únicamente la reclamación de la atención médica, quirúrgica, 
hospitalaria, terapéutica o farmacéutica, toda vez que necesariamente 
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incorpora el derecho al diagnóstico, el cual representa, en términos de la 
Corte Constitucional: 
“la seguridad de que, si los facultativos así lo requieren, con el 
objeto de precisar la situación actual del paciente en un momento 
determinado, con miras a establecer, por consecuencia, la 
terapéutica indicada y controlar así oportuna y eficientemente los 
males que lo aquejan o que lo pueden afectar, le serán practicados 
con la prontitud necesaria y de manera completa los exámenes y 
pruebas que los médicos ordenen”66.  
 
En virtud de lo anterior, la Corte Constitucional ha señalado que los derechos 
a la salud y a la vida en condiciones dignas se ven afectados ante la no 
realización de un examen de diagnóstico o la evaluación por especialista 
requerida para determinar el tratamiento médico o quirúrgico necesario. En 
tal sentido, mediante sentencia T-1006 de 2002, dicha Corporación, 
refiriéndose al derecho a la salud y al diagnóstico de los reclusos, reiteró lo 
siguiente:  
 
“el aplazamiento injustificado de una solución definitiva a un 
problema de salud, que supone la extensión de una afección o un 
malestar, vulnera el principio del respeto a la dignidad humana 
establecido en el artículo 1º. de la Constitución Política y el 
derecho fundamental garantizado en el artículo 11 del mismo 
estatuto, el cual no puede entenderse como una existencia sin 
dignidad. En esta medida, la demora injustificada en el diagnóstico 
y, por consiguiente, en la iniciación de un posible tratamiento que 
logre el restablecimiento de la salud perdida o su consecución, 
atenta contra los derechos a la salud en conexidad con la vida”. 
 
Ahora bien, al igual que para garantizar el pleno goce del ejercicio al derecho 
a la vida, la Declaración de los Derechos y Deberes del hombre estableció  
normativamente una serie de limitantes en su articulado, que conjuntamente 
con nuestra legislación interna, impiden el cercenamiento del derecho 
fundamental a la vida. 
 
66 Sentencia  T-366 DE 1999. Posición Reiterada en la Sentencia T-775 de 2002. 
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“Toda persona acusada de delito tiene derecho a (…) que no se le imponga 
penas crueles, infamantes o inusitadas”67 
“Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes”6869  
Por su parte la Convención Interamericana Para Prevenir y sancionar la 
tortura se refirió al mundo carcelario precisando que: 
“El Sistema Penitenciario, Estudio sobre Normas y Derechos relacionados con 
la Privación de la Libertad, Posada Segura Juan David, Librería Jurídica 
COMLIBROS, 2009, Pag. 135. “Para los efectos de la presente Convención se 
entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se 
inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de 
investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como 
medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también 
como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular 
la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, 
aunque no causen dolor físico o angustia psíquica. No estarán comprendidos 
en el concepto de tortura penas o sufrimientos físicos o mentales que sean 
únicamente consecuencia de medidas legales o inherentes a éstas, siempre 
que no incluyan la realización de los actos o la aplicación de los métodos a 
que se refiere el presente artículo.”70 
 
Aditivo la Constitución Política de Colombia, instituye en su articulado una 
serie de restricciones que permiten por sí solas avalar el derecho a la vida, 
sancionando drásticamente su no acatamiento, esto son: 
“Art. 12. Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni 
a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.”717273 
 
67 Artículo XXVI DADDH. 
 
68 Artículo 5.2 CADH.  
 
69 “(…) El artículo 7 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos consagró esta prohibición en los 
mismos términos, adicionando la prohibición de ser sometido a experimentos médicos o científicos sin 
consentimiento libre. Por su parte la  Convención Interamericana Para Prevenir y Sancionar la Tortura 
hizo expresa alusión al mundo carcelario al establecer que se entiendo por tortura (…)      
 
70 Convención Interamericana Para Prevenir y Sancionar la Tortura. Adoptada en Cartagena de Indias, 
Colombia, el 09 de diciembre de 1985 en el XV período ordinario de sesiones de la Asamblea General 
de la OEA, ha sido ratificado por dieciséis de los treinta y cinco países que integran la OEA. 
 
71 Artículo 12 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER. 
 
85 
“Art. 17. Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de 
seres humanos en todas sus formas.”747576 
“Art. 34. Se prohíben las penas de destierro, prisión perpetua y 
confiscación.  
No obstante, por sentencia judicial, se declarará extinguido el 
dominio sobre los bienes adquiridos mediante enriquecimiento 
ilícito, en perjuicio del Tesoro público o con grave deterioro de la 
moral social.”777879  
“ART. 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación 
equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 
separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos 
contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados 
en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales 
ratificados por Colombia.”808182 
    
72 Concordantes. Ley 65 de 1993; Art. 6 Ley 361 de 1997; Art. 35 Ley 405 de 1997 Ley 409 de 1997  
 
Ley 589 de 2000 Ley 599 de 2000; Art. 165; Art. 166 Ley 707 de 2001 Ley 971 de 2005 Ley 1309 de 
2009; Art. 1o. Ley 1408 de 2010 Ley 1418 de 2010 Ley 1426 de 2010; Art. 1o. Ley 1448 de 2011.  
 
73 Corte Constitucional Sentencias. T-45/95, T-372/96, T-523/97, C-351/98, T-584/98 
 
74 Artículo 17 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER. 
 
75 Concordantes. Ley 800 de 2003 Ley 985 de 2005 Ley 1453 de 2011; Art. 6o.  
 
76 Sentencias Corte Constitucional. T-498/94, C-299/98. 
 
77 Artículo 34 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER. 
 
78 Concordante. Ley 160 de 1994; Art. 63 Ley 333 de 1996 Ley 365 de 1997; Art. 14 Ley 412 de 1997; 
Art. 9 Ley  1151 de 2007; Art. 14 ; Art. 15Ley 1152 de 2007; Art. 133; Art. 134Ley 1327 de 2009 Ley 
1330 de 2009 Ley 1336 de 2009; Art. 9o. Ley 1395 de 2010; Art. 73; Art. 74; Art. 75; Art. 76; Art. 77; 
Art. 78; Art. 79; Art. 80; Art. 81  Ley 1453 de 2011; Art. 72;  Art. 73;  Art. 74;  Art. 75;  Art. 76;  Art. 77;  
Art. 78;  Art. 79 ; Art. 80; Art. 81; Art. 82; Art. 83; Art. 84; Art. 85  
 
79 Corte Constitucional Sentencias. T-401/92, C-76/93, C-176/94, C-389/94, C-67/96, C-319/96, 
C374/97, C-409/97, T-523/97, C-194/98, SU-510/98. 
 
80 Artículo 44 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER. 
 
81 Concordantes. Constitución Política; Art. 67 Ley 11 de 1992; Art.70; Art. 77; Art. 78 Ley 33 de 1992; 
Art. 14 Ley 65 de 1993; Art. 30 Ley 104 de 1993; Art. 5  Ley 123 de 1994  Ley 124 de 1994  Ley 146 de 
1994  Ley 147 de 1994  Ley 171 de 1994  Ley 173 de 1994  Ley 181 de 1995  Ley 195 de 1995  Ley 
241 de 1995  Ley 294 de 1996; Art. 3, literal, e,f  Ley 300 de 1996; Art. 36  Ley 309 de 1996  Ley 319 
de 1996; Art. 16  Ley 378 de 1997  Ley 405 de 1997  Ley 470 de 1998; Art. 7o.  Ley 491 de 1999  Ley 
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“ART. 85. Son de aplicación inmediata los derechos consagrados 
en los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 
26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 37 y 40.”838485 
 
8.8. DERECHO A LA IGUALDAD Y PROHIBICION DE 
DISCRIMINACION. 
 
“Todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y 
deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, 
sexo, idioma, credo, ni otra alguna”86 
 
“Los Estados partes en esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que está sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquiera otra condición social”87  
 
“Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, 
tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”88 
 
“ART. 43. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y 
oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de 
discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará 
de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste 
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494 de 1999  Ley 515 de 1999  Ley 516 de 1999  Ley 586 de 2000  Ley 670 de 2001  Ley 679 de 
2001; Art. 1o.  Ley 704 de 2001 Ley 707 de 2001; Art. 12 Ley 721 de 2001  Ley 746 de 2002  Ley 759 
de 2002 Ley 765 de 2002; Art. 1o.  Ley 812 de 2003; Art. 58  Ley 982 de 2005; Art. 25; Art. 26; Art. 
27;  Art. 42; Art. 43; Art. 44  Ley 1209 de 2008; Art. 11; Art. 14; Art. 15  
 
82 Corte Constitutional Sentencias. T-329/96, T-644/96, T-703-96, T-248/97, T-534/97, T-640/97, C-
192/98, SU-195/98, T-223/98, SU-225/98, T-286/98, T-327/98, T-385/98, T-409/98, T-415/98, T-
427/98, T-556/98, T- 584/98, T-10/99, T-488/99  
 
83 Artículo 85 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER. 
 
84 Concordante Decreto 2591 de 1991; Art. 2 
 
85 Corte Constitucional Sentencias. T-81/93, T-329/93, T-119/94, T-121/94, T-310/95, C-93/96, T-
235/98. 
 
86 Artículo II DADDH. 
 
87 Artículo 1 CADH. 
 
88 Artículo 24 CADH. 
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subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o 
desamparada.  
El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de 
familia.”899091  
 
El derecho a la igualdad comporta como se ha hecho referencia en los 
artículos señalados supra, a que el ser humano sin importar raza, condición, 
sexo, religión, idioma o credo, es igual a los demás y merece idéntico trato 
por parte de la ley, sin discriminación alguna. Así pues, este tipo de derecho 
es de los pilares cardinales del siglo XXI, toda vez que múltiples países y 
civilizaciones han enfatizado en su acatamiento, en aras de resguardar a la 
población más vulnerable. 
Dicha evolución cultural, se ha reflejado recientemente en las elecciones 
electorales del país más poderoso del mundo, Estados Unidos de América, 
donde se ha reelegido en periodos consecutivos, a un presidente de color, 
dicha suceso es prueba fehaciente de la lucha promulgada por parte de la 
OEA y diversas organizaciones a nivel mundial, contra la inequidad de raza, 
sexo y condición. 
Aunado a ello, Colombia no ha sido apática en afrontar dicho fenómeno y por 
medio del órgano legislativo ha implementado leyes que amparen los 
derechos a la igualdad que le asisten a las mujeres, exigiendo que en 
entidades de naturaleza pública, se cuente con el personal que labora en sus 
 
89 Artículo 43 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena 
Edición, Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER. 
 
90 Concordante. 11 al 42, 53, ley 83 de1993. Ley 104 de 1993; Art.3 Ley 241 de 1995 Ley 248 de 
1995 Ley 294 de 1996; Art. 3, literal d Ley 311 de 1996; Art. 6 Ley 511 de 1999; Art. 5 Ley 581 de 
2000 Ley 750 de 2002 Ley 731 de 2002; Art. 1o. Ley 755 de 2002 Ley 823 de 2003 Ley 861 de 2003 
Ley 984 de 2005 Ley 1009 de 2006 Ley 1151 de 2007; Art. 7o. Num. 7.1 Ley 1202 de 2008 Ley 1232 
de 2008 Ley 1257 de 2008 Ley 1385 de 2010 Ley 1412 de 2010 Ley 1413 de 2010 Ley 1429 de 2010; 
Art. 11  
 
Ley 1434 de 2011 Ley 1448 de 2011; Art. 114; Art. 115; Art. 116; Art. 117; Art. 118 Ley 1450 de 
2011; Art. 177; Art. 179 Ley 1468 de 2011 Ley 1496 de 2011.  
 
91 Corte Constitucional Sentencias.  T-161, /98, T-223/98, SU-225/98, T-373/98, C-401/98, T-426/98, 
C-598/98, T-139/99. 
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despachos, con una cuota mínima determinada del ahora mal denominado 
sexo débil. 
Respecto al tema, en sentencia proferida el 18 de septiembre de 1992, la 
Honorable Corte Constitucional, coligió en relación al propósito en cuestión 
que: 
“(…) Dentro del proceso de elevación de la condición de la mujer, 
distintas formas de discriminación, condujeron a la consagración 
de distintos derechos y formas de protección en beneficio suyo 
atendiendo en las situaciones en las que pueda encontrarse. Ese 
proceso de dignificación de la mujer se emprendió a nivel 
normativo hace ya algunas décadas e irradió con su fuerza los 
espacios sociales, políticos, económicos, mediante medidas que le 
concedieron el manejo de sus propios bienes, el gobierno de su 
persona, el derecho a votar, una autoridad familiar compartida en 
igualdad de condiciones con el hombre. 
La ley 51 de 1981, incorporó la convención de las Naciones 
Unidas, sobre la eliminación de discriminación contra las mujeres, 
el decreto 1398 de 1990, reglamentario de esa ley, procesó los 
primeros mecanismos con miras a su cumplimiento.”  
 
Por otra parte y en lo que respecta al derecho a la igualdad que rige las 
relaciones  del personal interno en un Establecimiento Penitenciario y 
Carcelario, la legislación ha sido garante de que en materia penitenciaria no 
se impondrán tratos discriminatorios que no estén plenamente fundados en la 
normatividad nacional e internacional.  
Conexo a la prohibición de tratos discriminatorios, se encuentra la dignidad 
que le asiste al sindicado o al aherrojado, que imposibilita de nuevo su 
vulneración por parte de las entidades penitenciarias y carcelarias. 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que ‘las personas 
privadas de la libertad se encuentran en una situación de especial 
vulnerabilidad que impone especiales deberes al Estado’.92 Se ha indicado 
 
92 Al respecto pueden verse, entre otras, las sentencias t-851 de 2004 (Manuel José cepeda espinosa), 
t-1096 de 2004 (mp Manuel José cepeda espinosa), t-848 de 2005 (mp Manuel José cepeda espinosa), 
t-1180 de 2005 (mp Jaime córdoba Triviño), t-1322 de 2005 (mp Manuel José cepeda espinosa). 
89 
que este deber surge tanto de la Constitución, la ley y la jurisprudencia,93 
como del sistema de protección de derechos humanos.94 Para la 
jurisprudencia constitucional ha sido claro que en el contexto de un Estado 
social de derecho le está permitido al Estado restringirle a algunos 
ciudadanos, en condiciones muy especiales, su derecho a la libertad, lo que 
implica, como contrapartida, que el Estado debe garantizarle a los reclusos 
las condiciones para una vida digna.95 
Dentro de los deberes que surgen en cabeza del estado como contrapartida 
al ejercicio del legítimo poder punitivo, la jurisprudencia ha resaltado que el 
respeto por la dignidad humana constituye el pilar central de la relación entre 
    
 
93 Sobre el punto del estado de sujeción especial de los reclusos frente al estado ver, entre otras, las 
sentencias t-596 de 1992 (mp Ciro Angarita barón); c-318 de 1995 (mp Alejandro Martínez caballero); 
t-705 de 1996 (mp Eduardo Cifuentes muñoz); t-706 de 1996 (mp. Eduardo Cifuentes muñoz); t-714 
de 1996 (mp Eduardo Cifuentes muñoz), y t-966 de 2000 (mp Eduardo Cifuentes muñoz). 
 
94 La jurisprudencia constitucional ha señalado que así “(…) lo ha reconocido el comité de derechos 
humanos de las naciones unidas [cdh, observación general no. 21 – trato humano de las personas 
privadas de su libertad (artículo 10)] y la jurisprudencia de la corte constitucional, que ha deducido de 
tal condición de especial vulnerabilidad una relación de especial sujeción entre el recluso y el estado, 
en virtud de la cual éste debe actuar positivamente para garantizar la satisfacción de los derechos 
fundamentales no sujetos a restricciones legítimas por la medida privativa de la libertad. en la 
sentencia t-153 de 1998 se explicó que ‘los reclusos se encuentran vinculados con el estado por una 
especial relación de sujeción. ello significa que este último puede exigirle a los internos el 
sometimiento a un conjunto de condiciones que comportan precisamente la suspensión y restricción de 
distintos derechos fundamentales, condiciones sobre las cuales debe añadirse que deben ajustarse a 
las prescripciones del examen de proporcionalidad’.” corte constitucional, sentencia t-851 de 2004 
(mp Manuel José cepeda espinosa). en este caso la corte resolvió revocar la sentencia de instancia 
objeto de revisión, y en su lugar concedió la tutela de los derechos fundamentales de la población 
carcelaria del departamento de Vaupés, según se precisaron en la providencia. en consecuencia, la 
corte resolvió impartir varias órdenes encaminadas a garantizar el goce efectivo de los derechos 
tutelados, entre las cuales cabe mencionar la orden al alcalde municipal de Mitú para que, “(…) en 
ejercicio de su discrecionalidad dentro de parámetros de razonabilidad, adopte las medidas necesarias 
para lograr la protección efectiva de los derechos fundamentales de las personas que se hallaren 
recluidas a la fecha de notificación de esta sentencia en el calabozo del comando de policía de Mitú, en 
forma tal que éstos sean recluidos a la mayor brevedad en un lugar a la vez digno y seguro. dichas 
medidas, en caso de ser necesario, podrán comprender el traslado físico de tales personas a otro centro 
carcelario del país. en caso de considerar necesario dicho traslado, el alcalde municipal de Mitú 
coordinará con el Inpec las gestiones y diligencias necesarias, y solicitará el concurso de la fuerza 
pública para garantizar la seguridad de la operación. igualmente, en caso de considerar necesario dicho 
traslado, el alcalde municipal de Mitú garantizará que a las familias de los reclusos se les informe con 
la debida antelación sobre la decisión de trasladar a los presos y se permita un contacto personal. (…)”  
95 Así lo consideró la corte constitucional en la sentencia t-153 de 1998 (mp Eduardo Cifuentes 
muñoz) en este caso se declaró el estado de cosas inconstitucional en los centros penitenciarios de 
Colombia. 
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el Estado y la persona privada de la libertad.96  De esta forma, por ejemplo, la 
jurisprudencia ha precisado que “(…) el derecho a la dignidad humana de los 
internos, el cual tiene connotación de fundamental y por tanto inherente a la 
persona humana,97 debe ser respetado no sometiéndoseles a condiciones de 
hacinamiento98 y no realizándoseles requisas que por sus características 
vulneren la dignidad humana del privado de la libertad y se constituyan a su 
vez en tratos crueles inhumanos y degradantes, proscritos por la Carta 
Política (art. 12 Constitución Política).”99 
Cuando se considera que se desconoce la dignidad de las personas privadas 
de la libertad en las cárceles del país, suele hacerse referencia al 
 
96 Así se consideró en la sentencia t-851 de 2004 (mp Manuel José cepeda espinosa) en la que se 
indicó: “esta regla fundamental consta expresamente en el artículo 10-1 del pacto internacional de 
derechos civiles y políticos, según el cual ‘toda persona privada de libertad será tratada humana-
mente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano’. de allí ha deducido el comité de 
derechos humanos de las naciones unidas –intérprete autorizado del pacto- una serie de consecuencias 
de gran importancia, contenidas en la observación general no. 21 sobre personas el trato humano de las 
privadas de la libertad, a saber: (i) todas las personas privadas de la libertad deberán ser tratadas en 
forma humana y digna, independientemente del tipo de detención al cual estén sujetas, del tipo de 
institución en la cual estén recluidas; (ii) los estados adquieren obligaciones positivas en virtud del 
artículo 10-1 del pacto, en el sentido de propugnar por que no se someta a las personas privadas de la 
libertad a mayores penurias o limitaciones de sus derechos que las legítimamente derivadas de la 
medida de detención correspondiente; y (iii) por tratarse de una ‘norma fundamental de aplicación 
universal’, la obligación de tratar a los detenidos con humanidad y dignidad no puede estar sujeta, en 
su cumplimiento, a la disponibilidad de recursos materiales, ni a distinciones de ningún tipo.”  la 
sentencia también se hace referencia al artículo 5-2 de la convención americana sobre derechos 
humanos (cadh) [de conformidad con el cual “...toda persona privada de libertad será tratada con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”] y al caso knights y otros contra Jamaica de la 
comisión interamericana de derechos humanos. esta posición ha sido reiterada, entre otras, por las 
sentencias t-1096 de 2004 (mp Manuel José cepeda espinosa) y t-684 de 2005 (mp marco Gerardo 
Monroy cabra). 
 
97 corte constitucional, sentencia t-702 de 2001 (mp marco Gerardo Monroy Cabra), en esta ocasión, 
la sala sexta de revisión consideró que las requisas de los reclusos obligándolos a desnudarse y a 
mostrar sus partes íntimas vulneraba el derecho a la dignidad humana y por tanto debía ser suprimida y 
llevada a cabo bajo condiciones de respeto de la dignidad humana manifestada en la intimidad del 
recluso. 
 
98 corte constitucional, sentencia t-153 de 1998 (mp Eduardo Cifuentes Muñoz), en esta sentencia se 
declaró un estado de cosas inconstitucional en cuanto a la situación carcelaria colombiana  
caracterizada, entre otras, por el alto grado de hacinamiento. 
99 corte constitucional, sentencia t-269 de 2002 (mp marco Gerardo Monroy Cabra), en esta ocasión la 
corte decidió, entre otras cosas que “[n]o es razonable una requisa que se realice transgrediendo el 
derecho a la dignidad humana de la persona al manipular sus partes íntimas, existiendo otros 
mecanismos para garantizar la seguridad. si bien por motivos de seguridad se justifica la realización de 
requisas de quienes ingresan al establecimiento carcelario, tales revisiones no pueden ignorar mandatos 
de índole constitucional y legal.” 
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desconocimiento de las condiciones materiales de existencia mínima que se 
han de garantizar a toda persona, en tanto ser humano.  Recientemente, la 
jurisprudencia constitucional ha ampliado conceptualmente los ámbitos de 
protección de la dignidad humana, estableciendo tres campos diferentes que 
han sido desarrollados, caso por caso, a saber: “(…)  (i) La dignidad humana 
entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de 
determinarse según sus características (vivir como quiera).  (ii) La dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de 
existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como 
intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad 
moral (vivir sin humillaciones).”100 Dentro de la segunda línea jurisprudencial, 
la Corte incluye específicamente las condiciones materiales de existencia, 
por ejemplo, en sentencias como la T-296 de 1998,101 caso en el que se 
revisó la acción de tutela presentada por una persona recluida en una cárcel 
con problemas de hacinamiento y que tenía que dormir sobre un piso 
húmedo, lugar de paso de otros reclusos, vulneratorio de su dignidad 
humana y de su derecho a la igualdad frente a los demás detenidos del 
penal.102 
 
100 Corte constitucional, sentencia t-881 de 2002 (mp Eduardo Montealegre Lynett). en este caso, en 
el cual la corte analiza el desarrollo jurisprudencial de la categoría constitucional ‘dignidad’, se 
consideró que la decisión de la entidad accionada de haber suspendido el fluido eléctrico generó unas 
condiciones existenciales tales [“(…) imposibilidad de prestación del servicio médico y de correcto 
funcionamiento del hospital del arenal (falta de energía, equipos médicos dañados por deficiencias en 
el fluido eléctrico). imposibilidad del funcionamiento del acueducto única fuente de agua potable del 
municipio (funciona con motobombas). ausencia de iluminación en los establecimientos de la fuerza 
pública en las horas de la noche. (…)] que implicaron el ‘una incuestionable amenaza a sus derechos 
fundamentales a la dignidad humana, a la salud por conexidad con la vida y a la integridad física.’  
 
101 Corte constitucional, sentencia t-296 de 1998 (mp Alejandro Martínez caballero). 
 
102 Aunque en este caso la corte no concedió la tutela por existir hecho superado (libertad del actor) sí 
se pronunció sobre la relación entre el hacinamiento penitenciario la dignidad humana y las 
condiciones materiales de existencia. en esta oportunidad (t-296 de 1998; mp Alejandro Martínez 
caballero) la corte decidió que “(…) el juez de tutela, como autoridad constitucional ‘obligada a 
asumir la vocería de las minorías olvidadas’, debe ser riguroso en la protección de la dignidad 
humana de los internos (…)”, no obstante reconoció que tal deber puede implicar ordenar la 
inclusión presupuestal y la ejecución de una obra pública, siempre y cuando se trate de una orden 
‘restringida’ y ‘excepcional’, que responda a un término razonable, proporcionado, acorde con 
las exigencias legales y constitucionales de disponibilidad presupuestal y ordenación del gasto. 
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8.9. PROHIBICION DE INJERENCIA ARBITRARIA EN LA 
CORRESPONDENCIA. 
 
“Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad y circulación 
de su correspondencia”103 
 
“Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas 
(…)en su correspondencia.” 
 
“Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o  esos ataques”104 
 
“ART. 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad 
personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe 
respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 
derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones 
que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en 
archivos de entidades públicas y privadas.”105106107 
 
Sobre este derecho en particular, y por lo acertado de sus dicciones, nos 
atenemos a lo trazado por la el Órgano de cierre de la Jurisdicción 
Constitucional, en sentencia T-482 de 1992, que al respecto dijo: 
“Toda persona tiene derecho a que se exprese, sienta y piensa de 
él por los demás corresponda a una estricta realidad de sus 
conductas y condiciones personales, especialmente de sus 
bondades y virtudes, de manera que la imagen no sufra detrimento 
por informaciones falsas, malintencionadas o inoportunas. 
Grande es ciertamente la importancia de estos derechos, porque el 
hombre necesita la opinión social de apoyo cierto a sus 
valoraciones de sí mismo, a la prudente evaluación de su persona 
y al justo orgullo que le permite llevar una vida importante y 
significativa a más de que la imagen que tenga de él determina en 
alta medida el trato que le da por los demás en una muy amplia 
gama de circunstancias, que tienen que ver con toda clase de 
aspectos de su vida desde los afectivos hasta los económicos”  
 
103 Artículo X DADDH. 
104 Artículos 11.2 y11.3 CADH 
105 Artículo 15 de la Constitución Política de Colombia. Francisco Gómez Sierra, Decimonovena Edición, 
Compilada, Concordada y Anotada. Editorial LEYER. 
106  Concordantes. Ley 1010 de 2006 Ley 1266 de 2008 Ley 1288 de 2009  
107  Corte Constitucional. Sentencias. T-46/99, T-172/99, T-505/99. T-551/99 
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Ahora bien, en razón a la extensa promulgación de prerrogativas de rango 
constitucional que le asisten a la población reclusa en los tratados 
internacionales y en la legislación interna de Colombia, se referenciará 
someramente cuáles de ellos son los más particulares a los detenidos y 
sindicados, para posteriormente adentrarnos en la población reclusa del 
penal local, sujeto de estudio. 
 
En ese orden de ideas, uno de los derechos que encuentra suspensión en la 
imposición de la pena es el derecho a elegir, toda vez que el derecho al 
sufragio y el derecho a ejercer cargos públicos se ven comprometidos en la 
sentencia de condena privativa de la libertad, no obstante, es ineluctable 
aclarar que las personas detenidas que ostentan la calidad de sindicados y 
no recae sobre ellos sentencia ejecutoriada, continúa vigente su derecho a 
ejercer el voto, claro está, que por su condición particular no puede ejecutar 
cargos públicos.108109   
 
8.10. RESEÑA HISTORICA DEL ESTABLECIMIENTO 
PENITENCIARIO DE ALTA Y MEDIANA SEGURIDAD DE LA 
DORADA, CALDAS 
Ubicación: Sector de la quebrada San Javier, vereda de san Javier. 
Se encuentra construido sobre un terreno donado por el municipio de La 
Dorada como consta en Escritura Pública No. 8747 del 01 de noviembre de 
 
108 “Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, 
directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones populares, que serán 
de voto secreto, genuinas periódicas y libres”108 
 
109 “ARTICULO 103. Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: el 
voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la 
revocatoria del mandato. La ley los reglamentará.  
El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones profesionales, 
cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no gubernamentales, sin 
detrimento de su autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de 
representación en las diferentes instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la 
gestión pública que se establezcan.” (Constitución Política de Colombia) 
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2001, el lote tiene una cabida aproximada de una hectárea 3.683 m2. Fue 
creado a través de Resolución No 2408 del 08 de julio de 2003 y se 
encuentra destinado para personas privadas de la libertad en calidad de 
sindicadas o condenadas. Fue inaugurado el 12 de octubre de 2003. 
Capacidad: 1524 internos, los cuales se distribuyen en 10 pabellones, 
además de un edificio administrativo, un edificio de casas fiscales y 
alojamientos para personal de guardia, áreas recreativas, aulas talleres, una 
sección para sanidad, sitios para visitas íntimas, áreas para reseña, visitas 
en general, locutorios para visitas de abogados, cuartos de basura, torre grito 
alto y garitas. 
Luego, mediante Resolución No. 0790 de febrero 17 de 2004 expedida por la 
dirección General de INPEC, se destinó uno de los pabellones como 
Establecimiento de Reclusión Especial-ERE-, destinado para albergar 
internos condenados y sindicados. 
En la actualidad y conforme a la resolución interna No. 0964 del 09 de julio 
de 2010, el Centro Penitenciario se encuentra distribuido de la siguiente 
manera: 
• Pabellón 1: 1ª Unidad de Atención Especial y 1B se seguridad 
Especial. 
• Pabellones 2 al 8: Para internos de Alta Seguridad. 
• Pabellón 9: Para internos sindicados. 
• Pabellón 10: 10ª destinado como Establecimiento de Reclusión 





8.11. DERECHOS DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que ‘las personas 
privadas de la libertad se encuentran en una situación de especial 
vulnerabilidad que impone especiales deberes al Estado’.110 Se ha 
indicado que este deber surge tanto de la Constitución, la ley y la 
jurisprudencia,111 como del sistema de protección de derechos 
humanos.112 Para la jurisprudencia constitucional ha sido claro que en el 
contexto de un Estado social de derecho le está permitido al Estado 
 
110 Al Respecto Pueden Verse, Entre Otras, Las Sentencias T-851 De 2004 (Manuel José Cepeda 
Espinosa), T-1096 De 2004 (Mp Manuel José Cepeda Espinosa), T-848 De 2005 (Mp Manuel José 
Cepeda Espinosa), T-1180 De 2005 (Mp Jaime Córdoba Triviño), T-1322 De 2005 (Mp Manuel José 
Cepeda Espinosa). 
 
111 Sobre El Punto Del Estado De Sujeción Especial De Los Reclusos Frente Al Estado Ver, Entre 
Otras, Las Sentencias T-596 De 1992 (Mp Ciro Angarita Barón); C-318 De 1995 (Mp Alejandro 
Martínez Caballero); T-705 De 1996 (Mp Eduardo Cifuentes Muñoz); T-706 De 1996 (Mp. Eduardo 
Cifuentes Muñoz); T-714 De 1996 (Mp Eduardo Cifuentes Muñoz), Y T-966 De 2000 (Mp Eduardo 
Cifuentes Muñoz). 
 
112 La Jurisprudencia Constitucional Ha Señalado Que Así “(…) Lo Ha Reconocido El Comité De 
Derechos Humanos De Las Naciones Unidas [Cdh, Observación General No. 21 – Trato Humano De 
Las Personas Privadas De Su Libertad (Artículo 10)] Y La Jurisprudencia De La Corte Constitucional, 
Que Ha Deducido De Tal Condición De Especial Vulnerabilidad Una Relación De Especial Sujeción 
Entre El Recluso Y El Estado, En Virtud De La Cual Éste Debe Actuar Positivamente Para Garantizar 
La Satisfacción De Los Derechos Fundamentales No Sujetos A Restricciones Legítimas Por La 
Medida Privativa De La Libertad. En La Sentencia T-153 De 1998 Se Explicó Que ‘Los Reclusos Se 
Encuentran Vinculados Con El Estado Por Una Especial Relación De Sujeción. Ello Significa Que 
Este Último Puede Exigirle A Los Internos El Sometimiento A Un Conjunto De Condiciones Que 
Comportan Precisamente La Suspensión Y Restricción De Distintos Derechos Fundamentales, 
Condiciones Sobre Las Cuales Debe Añadirse Que Deben Ajustarse A Las Prescripciones Del Examen 
De Proporcionalidad’.” Corte Constitucional, Sentencia T-851 De 2004 (Mp Manuel José Cepeda 
Espinosa). En Este Caso La Corte Resolvió Revocar La Sentencia De Instancia Objeto De Revisión, Y 
En Su Lugar Concedió La Tutela De Los Derechos Fundamentales De La Población Carcelaria Del 
Departamento De Vaupés, Según Se Precisaron En La Providencia. En Consecuencia, La Corte 
Resolvió Impartir Varias Órdenes Encaminadas A Garantizar El Goce Efectivo De Los Derechos 
Tutelados, Entre Las Cuales Cabe Mencionar La Orden Al Alcalde Municipal De Mitú Para Que, “(…) 
En Ejercicio De Su Discrecionalidad Dentro De Parámetros De Razonabilidad, Adopte Las Medidas 
Necesarias Para Lograr La Protección Efectiva De Los Derechos Fundamentales De Las Personas Que 
Se Hallaren Recluidas A La Fecha De Notificación De Esta Sentencia En El Calabozo Del Comando 
De Policía De Mitú, En Forma Tal Que Éstos Sean Recluidos A La Mayor Brevedad En Un Lugar A 
La Vez Digno Y Seguro. Dichas Medidas, En Caso De Ser Necesario, Podrán Comprender El Traslado 
Físico De Tales Personas A Otro Centro Carcelario Del País. En Caso De Considerar Necesario Dicho 
Traslado, El Alcalde Municipal De Mitú Coordinará Con El Inpec Las Gestiones Y Diligencias 
Necesarias, Y Solicitará El Concurso De La Fuerza Pública Para Garantizar La Seguridad De La 
Operación. Igualmente, En Caso De Considerar Necesario Dicho Traslado, El Alcalde Municipal De 
Mitú Garantizará Que A Las Familias De Los Reclusos Se Les Informe Con La Debida Antelación 
Sobre La Decisión De Trasladar A Los Presos Y Se Permita Un Contacto Personal. (…)”  
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restringirle a algunos ciudadanos, en condiciones muy especiales, su 
derecho a la libertad, lo que implica, como contrapartida, que el Estado debe 
garantizarle a los reclusos las condiciones para una vida digna.113 
 
Dentro de los deberes que surgen en cabeza del estado como contrapartida 
al ejercicio del legítimo poder punitivo, la jurisprudencia ha resaltado que el 
respeto por la dignidad humana constituye el pilar central de la relación 
entre el Estado y la persona privada de la libertad.114  De esta forma, 
por ejemplo, la jurisprudencia ha precisado que “(…) el derecho a la 
dignidad humana de los internos, el cual tiene connotación de 
fundamental y por tanto inherente a la persona humana,115 debe ser 
 
113 Así Lo Consideró La Corte Constitucional En La Sentencia T-153 De 1998 (Mp Eduardo 
Cifuentes Muñoz) En Este Caso Se Declaró El Estado De Cosas Inconstitucional En Los Centros 
Penitenciarios De Colombia. 
 
114 Así Se Consideró En La Sentencia T-851 De 2004 (Mp Manuel José Cepeda Espinosa) En La Que 
Se Indicó: “Esta Regla Fundamental Consta Expresamente En El Artículo 10-1 Del Pacto Internacional 
De Derechos Civiles Y Políticos, Según El Cual ‘Toda Persona Privada De Libertad Será Tratada 
Humanamente Y Con El Respeto Debido A La Dignidad Inherente Al Ser Humano’. De Allí Ha 
Deducido El Comité De Derechos Humanos De Las Naciones Unidas –Intérprete Autorizado Del 
Pacto- Una Serie De Consecuencias De Gran Importancia, Contenidas En La Observación General No. 
21 Sobre Personas El Trato Humano De Las Privadas De La Libertad, A Saber: (I) Todas Las Personas 
Privadas De La Libertad Deberán Ser Tratadas En Forma Humana Y Digna, Independientemente Del 
Tipo De Detención Al Cual Estén Sujetas, Del Tipo De Institución En La Cual Estén Recluidas; (Ii) 
Los Estados Adquieren Obligaciones Positivas En Virtud Del Artículo 10-1 Del Pacto, En El Sentido 
De Propugnar Por Que No Se Someta A Las Personas Privadas De La Libertad A Mayores Penurias O 
Limitaciones De Sus Derechos Que Las Legítimamente Derivadas De La Medida De Detención 
Correspondiente; Y (Iii) Por Tratarse De Una ‘Norma Fundamental De Aplicación Universal’, La 
Obligación De Tratar A Los Detenidos Con Humanidad Y Dignidad No Puede Estar Sujeta, En Su 
Cumplimiento, A La Disponibilidad De Recursos Materiales, Ni A Distinciones De Ningún Tipo.”  La 
Sentencia También Se Hace Referencia Al Artículo 5-2 De La Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos (Cadh) [De Conformidad Con El Cual “...Toda Persona Privada De Libertad Será Tratada 
Con El Respeto Debido A La Dignidad Inherente Al Ser Humano”] Y Al Caso Knights Y Otros Contra 
Jamaica De La Comisión Interamericana De Derechos Humanos. Esta Posición Ha Sido Reiterada, 
Entre Otras, Por Las Sentencias T-1096 De 2004 (Mp Manuel José Cepeda Espinosa) Y T-684 De 
2005 (Mp Marco Gerardo Monroy Cabra). 
 
115 Corte Constitucional, Sentencia T-702 De 2001 (Mp Marco Gerardo Monroy Cabra), En Esta 
Ocasión, La Sala Sexta De Revisión Consideró Que Las Requisas De Los Reclusos Obligándolos A 
Desnudarse Y A Mostrar Sus Partes Íntimas Vulneraba El Derecho A La Dignidad Humana Y Por 
Tanto Debía Ser Suprimida Y Llevada A Cabo Bajo Condiciones De Respeto De La Dignidad Humana 
Manifestada En La Intimidad Del Recluso. 
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respetado no sometiéndoseles a condiciones de hacinamiento116 y no 
realizándoseles requisas que por sus características vulneren la 
dignidad humana del privado de la libertad y se constituyan a su vez en 
tratos crueles inhumanos y degradantes, proscritos por la Carta 
Política (art. 12 Constitución Política).”117 
 
Cuando se considera que se desconoce la dignidad de las personas 
privadas de la libertad en las cárceles del país, suele hacerse referencia al 
desconocimiento de las condiciones materiales de existencia mínima que se 
han de garantizar a toda persona, en tanto ser humano.  Recientemente, la 
jurisprudencia constitucional ha ampliado conceptualmente los ámbitos de 
protección de la dignidad humana, estableciendo tres campos diferentes que 
han sido desarrollados, caso por caso, a saber: “(…)  (i) La dignidad humana 
entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de 
determinarse según sus características (vivir como quiera).  (ii) La dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de 
existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como 
intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad 
moral (vivir sin humillaciones).”118  
 
116 Corte Constitucional, Sentencia T-153 De 1998 (Mp Eduardo Cifuentes Muñoz), En Esta 
Sentencia Se Declaró Un Estado De Cosas Inconstitucional En Cuanto A La Situación Carcelaria 
Colombiana  Caracterizada, Entre Otras, Por El Alto Grado De Hacinamiento. 
 
117 Corte Constitucional, Sentencia T-269 De 2002 (Mp Marco Gerardo Monroy Cabra), En Esta 
Ocasión La Corte Decidió, Entre Otras Cosas Que “[N]O Es Razonable Una Requisa Que Se Realice 
Transgrediendo El Derecho A La Dignidad Humana De La Persona Al Manipular Sus Partes Íntimas, 
Existiendo Otros Mecanismos Para Garantizar La Seguridad. Si Bien Por Motivos De Seguridad Se 
Justifica La Realización De Requisas De Quienes Ingresan Al Establecimiento Carcelario, Tales 
Revisiones No Pueden Ignorar Mandatos De Índole Constitucional Y Legal.” 
 
118 Corte Constitucional, Sentencia T-881 De 2002 (Mp Eduardo Montealegre Lynett). En Este Caso, 
En El Cual La Corte Analiza El Desarrollo Jurisprudencial De La Categoría Constitucional ‘Dignidad’, 
Se Consideró Que La Decisión De La Entidad Accionada De Haber Suspendido El Fluido Eléctrico 
Generó Unas Condiciones Existenciales Tales [“(…) Imposibilidad De Prestación Del Servicio 
Médico Y De Correcto Funcionamiento Del Hospital Del Arenal (Falta De Energía, Equipos Médicos 
Dañados Por Deficiencias En El Fluido Eléctrico). Imposibilidad Del Funcionamiento Del Acueducto 
Única Fuente De Agua Potable Del Municipio (Funciona Con Motobombas). Ausencia De 
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8.12. EL RÉGIMEN NORMATIVO APLICABLE A LOS 
ESTABLECIMIENTOS CARCELARIOS. 
 
La Ley 65 de 1993, "por la cual se expide el Código Penitenciario y 
Carcelario", en su artículo 52, faculta al Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario -INPEC- para expedir un reglamento general basado en los 
parámetros establecidos por el mismo código, en los siguientes términos.     
 
"Artículo 52. REGLAMENTO GENERAL.- El  Inpec expedirá el 
reglamento general, al cual se sujetarán los respectivos 
reglamentos internos de los diferentes establecimientos de 
reclusión. 
Este reglamento contendrá los principios contenidos en este 
Código, en los convenios y en los tratados internacionales 
suscritos y ratificados por Colombia. 
Establecerá, así mismo, por lo menos, las normas aplicables en 
materia de clasificación de internos por categorías, consejos de 
disciplina, comités de internos, juntas para distribución y 
adjudicación de patios y celdas, visitas, "la orden del día" y de 
servicios, locales destinados a los reclusos, higiene personal, 
vestuario, camas, elementos de dotación de celdas, alimentación, 
ejercicios físicos, servicios de salud, disciplina y sanciones, medios 
de coerción, contacto con el mundo exterior, trabajo, educación y 
recreación de los reclusos, deber de pasarse lista por lo menos 
dos veces al día en formación ordenada. Uso y respeto de los 
símbolos penitenciarios. 
Dicho reglamento contendrá las directrices y orientaciones 
generales sobre seguridad. Incluirá así mismo, un manual de 
funciones que se aplicará a todos los centros de reclusión. 
Habrá un régimen interno exclusivo y distinto para los 
establecimientos de rehabilitación y pabellones psiquiátricos". 
 
El reglamento al que se refiere este artículo fue expedido mediante el 
Acuerdo 011 del 31 de octubre de 1995.  Esta norma consagra lo 
    
Iluminación En Los Establecimientos De La Fuerza Pública En Las Horas De La Noche. (…)] Que 
Implicaron El ‘Una Incuestionable Amenaza A Sus Derechos Fundamentales A La Dignidad Humana, 
A La Salud Por Conexidad Con La Vida Y A La Integridad Física.’  
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concerniente a la estructura y organización de los establecimientos 
carcelarios y penitenciarios del país, disposiciones relativas a los internos y a 
las medidas de seguridad y defensa penitenciaria y carcelaria.    
 
De otra parte, el artículo 36 de la Ley 65 de 1993 establece que el Director de 
cada centro de reclusión es el Jefe de Gobierno interno, quien responderá 
ante el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC-, del 
funcionamiento y control del establecimiento a su cargo, quedando sometido 
al cumplimiento de las normas del Código Penitenciario y Carcelario y a las 
reglamentaciones que se dicten.   
 
Dentro de las funciones del Jefe de Gobierno o Director de los centros de 
reclusión, se encuentra la de expedir el reglamento interno del 
establecimiento que dirige. Tal facultad está consagrada en el artículo 53 de 
la ley en mención, de la siguiente manera:  
"Artículo 53. REGLAMENTO INTERNO.- Cada centro de reclusión 
tendrá su propio reglamento de régimen interno, expedido por el 
respectivo director del centro de reclusión y previa aprobación del 
Director del Inpec. Para este efecto el Director deberá tener en 
cuenta la categoría del establecimiento a su cargo y las 
condiciones ambientales. Así mismo tendrá como apéndice 
confidencial, los planes de defensa, seguridad y emergencia. Toda 
reforma del reglamento interno, deberá ser aprobada por la 
Dirección del Inpec". 
 
La potestad reglamentaria de la autoridad administrativa carcelaria y 
penitenciaria envuelve, a su vez, la facultad para limitar o restringir algunos 
derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad, en virtud de 
la relación de especial sujeción que existe entre los internos y la 
Administración. Sin embargo, tal no es discrecional; debe basarse en criterios 
razonables, proporcionales y objetivos. Las medidas adoptadas con miras a 
100 
restringir los derechos del interno, deben estar condicionadas a la 
consecución del fin para el cual fueron creados los respectivos 
establecimientos de reclusión.  
 
En este sentido, deberá tenerse en cuenta, lo estipulado en el artículo 10 de 
la Ley 65 de 1993.  
"Artículo 10. Finalidad del Tratamiento Penitenciario. El tratamiento 
penitenciario tiene la finalidad de alcanzar la resocialización del 
infractor de la ley penal, mediante el examen de su personalidad y 
a través de la disciplina, el trabajo, el estudio, la formación 
espiritual, la cultura, el deporte y la recreación, bajo un espíritu 
humano y solidario". 
 
En todo caso, los reglamentos de los establecimientos carcelarios y 
penitenciarios deben ser expedidos conforme a la Constitución Política, los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia, 
el Código Nacional Penitenciario y Carcelario (Ley 65 de 1993), el Acuerdo 
011 de 1995 (reglamento general al cual se sujetaran los reglamentos 
internos de los establecimientos penitenciarios y carcelarios) y demás 
decretos y resoluciones expedidos por el Gobierno Nacional y el Instituto 
Nacional Carcelario y Penitenciario -INPEC-, respectivamente.  De cara a lo 
anterior, la Corte en Sentencia T-1030 de 2003, con ponencia de la 
Magistrada Clara Inés Vargas Hernández sostuvo: 
 
“en principio, cada Director de cárcel o penitenciaría de alta 
seguridad goza de una potestad de reglamentación relativamente 
amplia, en virtud de que las normas de rango superior se limitan a 
establecer directrices en la materia, y en últimas, a remitirse a lo 
dispuesto en cada reglamento interno. No obstante, ese poder de 
configuración normativa se halla limitado por la Constitución y la 
ley; las líneas jurisprudenciales establecidas por la Corte 
Constitucional en materia de tratamiento de reclusos y fines de la 
pena, y en virtud del artículo 93.2 superior, a los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia, 
para cuya interpretación se puede acudir a ciertos principios 
sentados por la Asamblea General de las Naciones Unidas.” 
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En la medida en que las disposiciones que restringen o limitan derechos de 
los internos adoptadas por las autoridades penitenciarias desconozcan lo 
preceptuado por los anteriores mandatos constitucionales y legales, pueden 
llegar a vulnerar derechos de rango fundamental. Las limitaciones al ejercicio 
de los derechos fundamentales de los internos en cárceles y penitenciarias 
deben ser las estrictamente necesarias para el logro de los fines legítimos de 
la función penitenciaria del Estado, dentro de los cuales se encuentran, la 
resocialización de los internos y la conservación de la seguridad, el orden y la 
disciplina dentro de los centros de reclusión.  Sin embargo, frente a los 
derechos que no admiten limitación, las autoridades penitenciarias deben 
garantizar el pleno disfrute de los mismos. 
 
Ahora bien, en la actualidad y desde la pasada anualidad el derecho 
fundamental que ha sufrido más restricciones es el derecho a la salud, toda 
vez que la atención médica al interior del penal sufrió múltiple falencias 
administrativas que afectaron directamente a la población reclusa. 
 
Se debe señalar previamente que son numerosos los fallos en los cuales la 
Corte Constitucional ha señalado que el derecho a la salud se caracteriza por 
ser: (i) un servicio público a cargo del Estado, y además por (ii) ser un 
derecho susceptible de protección constitucional. De esta manera, y en tanto 
servicio público, el derecho a la salud se orienta en su prestación por los 
principios de eficiencia, universalidad, y solidaridad, tal y como lo prevé la ley 
que regula el tema de manera general (Ley 100 de 1993). 
 
Partiendo inicialmente del desarrollo normativo que este derecho ha tenido, 
es pertinente señalar, que la Ley 65 de 1993 o Código Penitenciario y 
 
119 Por ejemplo, en la sentencia T-1272 de 2008. 
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Carcelario señala la responsabilidad y obligación gubernamental de asumir la 
prestación y atención en salud, quienes son los beneficiarios de tal servicio, y 
finalmente, dispone que las prestaciones deben estar garantizadas 
adecuadamente. Veamos:  
“ARTÍCULO 104. SERVICIO DE SANIDAD. En cada 
establecimiento se organizará un servicio de sanidad 
para velar por la salud de los internos, examinarlos 
obligatoriamente a su ingreso al centro de reclusión y 
cuando se decrete su libertad; además, adelantará 
campañas de prevención e higiene, supervisará la 
alimentación suministrada y las condiciones de 
higiene laboral y ambiental.  
Los servicios de sanidad y salud podrán prestarse 
directamente a través del personal de planta o 
mediante contratos que se celebren con entidades 
públicas o privadas.  
“ARTÍCULO 105. SERVICIO MÉDICO 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO. El servicio 
médico penitenciario y carcelario estará integrado por 
médicos, psicólogos, odontólogos, psiquiatras, 
terapistas, enfermeros y auxiliares de enfermería.  
“ARTÍCULO 106. ASISTENCIA MÉDICA. Todo 
interno en un establecimiento de reclusión debe 
recibir asistencia médica en la forma y condiciones 
previstas por el reglamento. Se podrá permitir la 
atención por médicos particulares en casos 
excepcionales y cuando el establecimiento no esté en 
capacidad de prestar el servicio.”  
 
En este marco legal, la atención médica debe prestarse de manera oportuna, 
adecuada y efectiva, ya que los internos dependen de la oportuna y eficiente 
gestión del Estado para garantizar estos derechos. Al no cumplirse 
 adecuadamente dicha obligación, procede la protección por parte del juez de 
tutela.  
De esa suerte, lo recalca la misma jurisprudencia citada, cuando un interno 
reclama la protección de su derecho a la salud, no debe suponerse que su 
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vida deba estar igualmente amenazada. Por la salud del interno debe velar el 
sistema carcelario, a costa del tesoro público, y la atención correspondiente 
incluye, también a su cargo, los aspectos médicos, quirúrgicos, hospitalarios 
y farmacéuticos, entre otros. Los derechos fundamentales del preso 
resultarían gravemente violados por la negligencia estatal en estas materias, 
así como por la falta de cuidado y asistencia requeridos para la prevención, 
conservación y recuperación de su salud, pues: 
 
“Es el sistema carcelario el que tiene a su cargo, a falta de 
antecedentes y ante el hecho innegable de deficiencias 
acusadas en la salud del recluso, el que debe propiciar con 
eficiencia y de manera oportuna los mecanismos 
indispensables para esclarecer el estado real en que se 
encuentra aquél, para prodigarle los cuidados médicos, 
asistenciales, terapéuticos o quirúrgicos, según el caso, y 
garantizarle así la preservación de una vida digna durante 
su permanencia en el penal.”(Subrayas fuera del texto) 
  
4.6. En este orden de ideas, la obligación del Estado de 
garantizar la salud de los internos de los centros 
penitenciarios, abarca no sólo la atención médica, 
quirúrgica, hospitalaria y terapéutica, sino también los 
exámenes que el interno pueda requerir, ya que de éstos 
depende el diagnóstico de la respectiva patología y el 
tratamiento a seguir para el restablecimiento de su salud. 
Debe reiterarse que los internos son “personas que 
dependen única y exclusivamente de los servicios de salud 
que el sistema carcelario ofrece”. 
  
En conclusión, de acuerdo con la jurisprudencia de esta 
Corte, el Estado se encuentra obligado a garantizar la 
vigencia de los derechos fundamentales de la persona que 
están privada de la libertad y recluida en uno de sus 
centros carcelarios o penitenciarios, so pena de 
desconocer el principio de dignidad humana que rige sus 
actuaciones. Por ello, el ordenamiento constitucional obliga 
al Estado a proveer los medios necesarios y suficientes 
para garantizar una atención médica oportuna, eficiente y 
adecuada de los reclusos a efectos de garantizar su 
dignidad humana, correspondiendo al juez de tutela tomar 
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las medidas necesarias para la vigencia de dichas 
garantías…”.  
 
La Corte Constitucional ha señalado que aun cuando las personas privadas 
de la libertad sufren una fuerte restricción de algunos de sus derechos 
fundamentales, conservan partes esenciales de éstos, dado que ésta debe 
ser la mínima necesaria y proporcionada al fin que persigue dicha reclusión. 
En este sentido ha expresado que aunque la condición de prisionero 
determina una drástica limitación de los derechos fundamentales, dicha 
limitación debe ser la mínima necesaria para lograr el fin propuesto. Toda 
limitación adicional debe ser entendida como un exceso y, por lo tanto, como 
una violación del tales derechos. La órbita de los derechos del preso cuya 
limitación resulta innecesaria, es tan digna  de respeto y su protección 
constitucional es tan fuerte y efectiva como la de cualquier persona no 
sometida a las condiciones carcelarias. Los derechos no limitados del  
sindicado o del  condenado, son derechos en el sentido pleno del término, 
esto es, son derechos dotados de poder para demandar del Estado su 
protección.”120. 
 
De igual modo ha destacado queel Estado debe garantizarle a los internos el 
pleno ejercicio de los derechos fundamentales que no han sido suspendidos, 
y parcialmente el disfrute de aquellos que les han sido restringidos. De allí 
que, el Estado deba abstenerse de realizar determinados comportamientos 
que vulneren el ejercicio de un derecho fundamental, en tanto que frente a 
otros, se encuentre ante el deber de adoptar determinadas medidas concretas 






Y precisamente entre los derechos que no han sido suspendidos a las 
personas privadas de la libertad tenemos el acceso a la administración de 
justicia, el debido proceso, íntimamente relacionado con el principio de 
legalidad en los procedimientos administrativos, y el derecho de petición, por 
tanto las autoridades deben velar por su goce efectivo.  
 
Respecto del acceso a la administración de justicia, ha dicho la Corte 
Constitucional que implica la posibilidad que tiene cualquier persona de 
solicitar a los jueces competentes la protección o el restablecimiento de los 
derechos consagrados en la Constitución o en la ley. De igual manera ha 
dicho la misma Corporación  que: “la función en comento no se entiende 
concluida con la simple solicitud o el planteamiento de las pretensiones 
procesales ante las respectivas instancias judiciales; por el contrario, el 
acceso a la administración debe ser efectivo, lo cual se logra cuando, dentro 
de determinadas circunstancias y con arreglo a la ley, el juez garantiza una 
igualdad a las partes, analiza las pruebas, llega a un libre convencimiento, 
aplica la constitución y la ley y, si es del caso, proclama la vigencia y la 
realización de los derechos amenazados o vulnerados122. Es dentro de ese 
marco que la Corte no ha vacilado en calificar al derecho al que hace alusión 
la norma que se revisa – que está contenido en los artículos 29 y 229123 de 
la Carta Política – como uno de los derechos fundamentales124 susceptible 
de protección jurídica inmediata a través de los mecanismos como la acción 
de tutela prevista en el artículo 86 superior.”125.En relación con el  debido 
proceso, consagrado en el artículo 29 superior, la misma Corporación desde 
vieja data ha venido sosteniendo que su carácter fundamental “proviene de 
su estrecho vínculo, con el principio de legalidad al que deben ajustarse no 
solo las autoridades judiciales, sino también en adelante las administrativas 
 
122 Cf. Sentencia T-173 de 4/05793 M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
123 “Se garantizará a toda persona para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en que casos podrá hacerlo 
sin la representación de abogado”. 
124  Cf. Corte Constitucional sentencias T-006/92, T-597/92, 348/93, T-275/93 y T-004/95, entre otras. 
125 Sentencia C-037/96 M.P. Vladimiro Naranjo Meza. 
106 
en la definición de los derechos de los individuos.  Es pues una defensa de 
los procedimientos, en especial de la posibilidad de ser oído y vencido en 
juicio, según la fórmula clásica o lo que es lo mismo de la posibilidad de 
ejercer el derecho de defensa. El derecho al debido proceso comprende no 
solo la observancia de los pasos que la ley impone a los procesos judiciales y 
a los procesos y trámites administrativos, sino también el respeto a las 
formalidades propias de cada juicio, que se encuentran en general 
contenidas en los principios que los inspiran, el tipo de intereses en litigio, las 
calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver”126.  

Respecto del punto anterior en materia de la ejecución de la pena, 
justamente en pronunciamiento de importancia precisó la Corte:  
“El principio de legalidad en materia penal comprende 
los trámites administrativos internos de los penales (…) 
la ejecución de la sanción penal debe acatar y obedecer 
estrictamente los lineamientos que el legislador ha 
diseñado para tal efecto. En este sentido, tanto el trámite 
como las resoluciones que se adopten por parte de las 
autoridades administrativas de las prisiones, deben 
responder claramente  a la normatividad vigente sobre la 
materia, es decir, deben respetar estrictamente el 
principio de legalidad.  En consecuencia, los actos y las 
decisiones adoptadas internamente en cada centro de 
reclusión por parte de las directivas, deben sujetarse a 
los fines y presupuestos para los cuales fue instituido el 
sistema penitenciario colombiano…De esta forma, en 
este ámbito, no se puede hablar ni siquiera de 
discrecionalidad reglada, pues las autoridades 
carcelarias no pueden agregar, ni modificar, ni suplir lo 
dispuesto en la sentencia judicial condenatoria, ni 
interpretar con amplitud las facultades que el orden legal 
les asigna. El derecho al debido proceso de los reclusos 
bien puede considerarse como un derecho intangible, 
que rige plenamente dentro del establecimiento 
carcelario”127.  
 
126Cfr. Sentencia T-516 de septiembre 15 de 1992.  
 
127 Sentencia T-635/08 M.P. Mauricio González Cuervo. 
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Ahora bien, dadas las especiales condiciones en las que se encuentran las 
personas privadas de la libertad, a quienes el Estado les debe garantizar el 
goce efectivo de sus derechos al estar bajo su custodia, consideramos 
prudente analizar el tema fincados en la presencia de un posible perjuicio 
que se les pueda estar causando, en un caso muy puntual y de un alto grado 
de inconformismo por parte de la población carcelaria del Establecimiento 
Penitenciario de La Dorada, Caldas, esto es, cuando las autoridades 
penitenciarias no dejan ingresar radios transistores y pilas al interior de los 
patios de alta seguridad, lo que lleva a que utilicen el mecanismo de la acción 
de tutela para acceder a los mismos, sin tener en cuenta que tal limitante no 
es una decisión unilateral de la Dirección del Centro Penitenciario, sino que 
proviene de una facultad expresamente consagrada en el Reglamento de 
Régimen Interno de ese centro  -Resolución 122 del 08 de febrero de 2005- 
en su artículo 34 el cual prohíbe de manera taxativa el ingreso de:  
  
“…Radios transistores y pilas de cualquier tipo, correas, 
cuerdas o elementos similares, billeteras, material pornográfico, 
material de proselitismo político, bebidas embriagantes, armas 
de cualquier tipo, explosivos, sustancias narcóticas y 
psicotrópicas, cables de conducción eléctrica, objetos propios 
para juegos de azar, hornos corrientes, hornos microondas, 
electrodomésticos de cualquier tipo, elementos de 
comunicaciones tales como buscapersonas, celulares, 
teléfonos inalámbricos, radios de comunicaciones, cualquier 
tipo de prendas de vestir de color azul oscuro o negro, 
pasamontañas, brazaletes, pelucas, maquillaje femenino, 
prendas femeninas, gabanes y abrigos, animales de cualquier 
especie, envases de cualquier tipo, resistencias, ruanas, 
guantes, bufandas, medicamentos sin fórmula ordenada o 
avalada por el médico del Establecimiento de Reclusión, 
dinero, joyas, relojes, objetos de valor, documentos o literatura 
que esté en contra del ordenamiento jurídico y disciplinario y 
que contenga temas subversivos o que hagan apología al 
delito. Estos serán decomisados por el Cuerpo de Custodia y 
Vigilancia Penitenciaria y Carcelaria y puestos a disposición de 
la Autoridad Judicial competente, si es del caso; sin perjuicio de 
las acciones disciplinarias que correspondan…” 
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De cara a ello dígase que la restricción denunciada en múltiples 
oportunidades ante los jueces de tutela de la localidad de La Dorada, Caldas, 
significa, en palabras de los encartados, una limitación al acceso a la 
información a través de los medios de comunicación así como al libre 
desarrollo de la personalidad, en tanto que con ello se permite al interno 
decidir sobre la utilización del tiempo libre, como escuchar los temas o 
música de su preferencia;  empero no por ello, se puede afirmar la negación 
de los mismos, pues resulta claro que tal medida sólo comporta limitaciones 
en su ejercicio, como consecuencia de la privación de la libertad.  
 
“La vida penitenciaria tiene unas características propias 
de su finalidad, -a la vez sancionatoria y resocializadora-, 
que hacen que el interno se deba adecuar a las 
circunstancias connaturales a la situación de detención. 
Como las leyes deben fundarse en la realidad de las 
cosas, sería impropio, e insólito, que al detenido se 
le concediera el mismo margen de libertad de que se 
goza en la vida normal. Se trata, pues, de una 
circunstancia que no es excepcional sino especial, y 
que amerita un trato igualmente especial. Existen 
circunstancias y fines específicos que exigen, pues, un 
tratamiento acorde con la naturaleza de un 
establecimiento carcelario; no se trata simplemente de 
una expiación, sino de un amoldamiento de la persona 
del detenido a circunstancias especiales, que deben ser 
tenidas en cuenta por el legislador.”128 
 
Restricción que obedece a la necesidad de prever la utilización de los 
elementos que solicitan para fines que puedan atentar contra la seguridad del 
establecimiento o incluso la vida e integridad de las demás personas al 
interior del mismo; puede ser que tal motivación no se comparta, pero 
tampoco se advierte irrazonable o arbitraria, sino por el contrario, fundada en 
las mismas obligaciones que se le imponen a las autoridades penitenciarias. 
 
 
128 Corte Constitucional, Sentencia T-399/02 
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Sobre este punto la Corte Constitucional señaló en un caso de similar jaez lo 
siguiente:129 
 
“5.8. Las comunicaciones con el mundo externo. 
 
Alegan los accionantes que el Director del centro de reclusión 
impide el acceso a cualquier medio de comunicación, 
restringiéndose el acceso de periódicos y  revistas. Tampoco se 
permite usar un radio ni un televisor, encontrándose 
“prácticamente incomunicados con el mundo exterior”. Afirman 
además que la correspondencia enviada por los familiares 
siempre es entregada con varios días de retraso. El INPEC, por 
su parte, argumenta que no es cierto que los internos hayan 
perdido todo contacto con el mundo exterior por cuanto todos los 
pabellones están dotados de un televisor, un reloj de pared, un 
sistema de comunicación que permite escuchar música y noticias 
y se les vende el periódico por medio de un expendio central. Se 
les ha permitido el ingreso de revistas y de hasta cinco libros por 
interno. Además, con las baterías de los radios se pueden 
elaborar cargas explosivas, las tarjetas que traen los radios 
pueden ser empleadas para bloquear el sistema electrónico de 
las instalaciones y la caparazón se utiliza como caleta para 
esconder droga. La misma situación se predica de los televisores. 
 
Al respecto considera la Sala que las directivas del centro de 
reclusión no le están vulnerando a los internos su derecho a la 
información, por las razones que pasan a explicarse. 
 
El Acuerdo núm. 011 de 1995, en su artículo 13 establece los 
elementos de uso permitido en las celdas y dormitorios 
destinados a los internos: elementos de aseo, ropa de cama, 
ropa personal, libros, un radio, un televisor hasta de 19 
pulgadas y un ventilador cuando las condiciones climáticas 
lo hagan necesario. Esta es la norma invocada por los 
accionantes con el propósito de que las directivas de la 
cárcel de máxima seguridad de Cómbita, les permitan el 
ingreso de un radio y de un televisor. Sin embargo, el 
artículo 3 ibídem aclara que las normas establecidas 
en el acuerdo se aplicarán, sin perjuicio de las 
reglamentaciones especiales que dicte el Director 
del INPEC para las cárceles y penitenciarias 
especiales, es decir, las de alta seguridad. 
 
129 Sentencia T-1030/03 
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Ahora bien, la Sala estima que es una medida proporcional por 
cuanto busca una finalidad constitucional, cual es el 
mantenimiento de la seguridad y el orden público; es adecuada 
por cuanto se trata de una cárcel de máxima seguridad, 
caracterizada por el establecimiento de elevados estándares en la 
materia; es necesaria ya que está comprobado que la tenencia de 
estos equipos facilita la comisión de delitos y evasiones del penal 
y es estrictamente proporcional en cuanto las directivas del penal 
han tomado las provisiones necesarias para que los internos 
estén informados de los sucesos que ocurren en el mundo 
externo. En otros términos, para la Sala resulta proporcional que 
en una cárcel o penitenciaría de alta seguridad se prohíba el uso 
de radios y televisores en la celdas y dormitorios de los internos; 
no obstante, con el propósito de garantizar el derecho 
fundamental de acceso a la información, las directivas de estos 
establecimientos deben garantizar, al menos, que en las zonas 
comunes los internos cuenten con un televisor, puedan asimismo 
escuchar noticias de radio y se les permita la tenencia de revistas 
y periódicos. ” 
 
En estos casos se tiene que la prohibición está prevista para quienes se 
encuentran ubicados en el pabellón de alta seguridad y que, existiendo otros 
medios con los cuales pueden acceder al mundo externo, tales prerrogativas 
se hallan a salvo, pues si bien puede ser elevado el número de internos que 
deben compartir la televisión o atenerse a los horarios, programas y 
emisiones que se realizan diariamente a través del perifoneo, ello les permite 
en condiciones de igualdad acceder a la  información; además del apoyo que 
de sus familias o amigos pueden recibir a través de otros medios de 
comunicación, como prensa o revistas  de acuerdo con las  medidas de 
control que sobre ellas subsisten.  
 
Con ocasión de lo anterior, las autoridades de la Penitenciaria de La Dorada, 
Caldas tienen la facultad reglada –que no arbitraria o caprichosa–  de 
restringir el uso de ciertos elementos, siempre y cuando tengan una 
justificación que así lo amerite. 

















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































 10. CONCLUSIONES A LOS RESULTADOS 
 
De las entrevistas realizadas a la población reclusa del EPAMS local, para 
determinar la restricción de los derechos fundamentales de la población 
interna del Penal del EPAMS, extraemos como las principales colijas previas 
las siguientes: 
• La mayoría de entrevistados coincidieron en que el trato brindado por 
parte del personal del Instituto Penitenciario y Carcelario –INPEC del 
EPAMSLDO, es malo, en primer lugar por el hacinamiento, en 
segundo lugar por el desconocimiento de sus prerrogativas 
fundamentales, y finalmente, por las condiciones de infraestructura del 
Penal.  
• El derecho fundamental que consideran los aherrojados del EPAMS 
local  que le es más vulnerado es el libre desarrollo de la personalidad.  
• En la pregunta concerniente a por qué considera que se da la 
restricción de los derechos fundamentales por parte del INPEC, los 
sentenciados fueron armónicos en contestar, el literal B. Por 
arbitrariedad. 
• En cuanto al derecho de menos restricción, opinaron los internos, que 
el derecho al trabajo es el menos restringido, toda vez que pueden 
ejecutar actividades de redención de pena. 
• Finalmente en cuanto a cómo considera que las condiciones en que se 
encuentra privado de la libertad, esto es, alojamiento, alimentación, 
servicio de sanidad, servicios sanitarios son garante de sus derechos 
fundamentales. Respondieron al unísono que mala, toda vez que es 
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